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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Panorama General 

1. El sector agropecuario realiza contribuciones importantes al empleo y al PIB de Guatemala.  Se proporciona un nivel limitado de asistencia al sector, incluyendo a través de aranceles y ciertos subsidios.  La lista de compromisos de Guatemala ante la OMC incluye contingentes arancelarios para 22 productos agropecuarios, pero sólo se aplican contingentes arancelarios a la importación de arroz, harina de trigo, maíz amarillo y manzanas.  Los contingentes se activan solamente en caso de desabastecimiento en el mercado interno, aunque normalmente Guatemala importa volúmenes mayores a los consolidados.

2. El sector manufacturero genera la mayoría de las exportaciones de mercancías de Guatemala, siendo las exportaciones de la industria del vestido las más importantes;  ésta vende esencialmente en el mercado de los EE.UU., cuyo entorno más competitivo ha hecho perder dinamismo a dicha industria.  Esta y otras industrias orientadas al mercado externo operan principalmente en el marco de los regímenes de maquila y zonas francas.  Las concesiones fiscales así otorgadas no parecerían ser la mejor forma para contrarrestar los problemas internos de competitividad tales como los altos costos de la electricidad y el transporte marítimo. 

3. La contribución al PIB de los sectores de hidrocarburos y minería es modesta, aunque las exportaciones mineras han venido crecido.  Un proyecto de ley de minería estaba en proceso de redacción a mediados de 2008.  El sector electricidad fue reestructurado y privatizado en el decenio de 1990.  Sin embargo, han surgido problemas para satisfacer la demanda interna, y el precio de venta medio de la electricidad ha aumentado hasta alcanzar uno de los niveles más altos de América.  

4. El sector servicios contribuye casi en un 60 por ciento al PIB y genera unos dos tercios del empleo total en Guatemala.  La Lista de compromisos específicos de Guatemala anexa al AGCS es de alcance limitado, ya que sólo incluye compromisos en 5 de las 12 categorías de servicios.  Guatemala adoptó la mayoría de los compromisos del Cuarto Protocolo sobre los servicios de telecomunicaciones básicas pero no participó en las negociaciones sobre servicios financieros.  Guatemala podría proporcionar mayor previsibilidad a su marco jurídico ampliando sus compromisos multilaterales, lo que reduciría la diferencia tanto entre sus compromisos y marco normativo actual, el cual ha venido siendo liberalizado tanto en forma autónoma como dentro del marco del CAFTA-DR.  

5. El sector bancario experimentó serios problemas durante 2006-07, y estaba atravesando por un periodo de redimensionamiento y consolidación en 2008.  Guatemala ha robustecido el marco legal e institucional de su sistema financiero, pero la adopción de medidas adicionales parecería necesaria.  No hay restricciones a la presencia comercial extranjera en el sector bancario, pero los aseguradores extranjeros deben constituir una subsidiaria en Guatemala para poder ofrecer servicios en el país, estando prohibidas las sucursales o agencias de empresas extranjeras.  Una nueva ley de seguros estaba siendo examinada en el Congreso a mediados de 2008.

6. Desde la privatización del sector de las telecomunicaciones, el número de líneas telefónicas móviles ha aumentado considerablemente.  La ley no establece restricciones a la inversión extranjera.  El operador histórico sigue teniendo un papel predominante en telefonía fija, y es el segundo proveedor más importante de telefonía móvil.  Hay necesidad de fortalecer al ente regulador y, posiblemente, de mayor competencia en ciertas áreas del mercado.  Al respecto, el marco normativo fue modificado a raíz de los compromisos adquiridos por Guatemala bajo el CAFTA-DR.

7. Desde su último examen, Guatemala ha incrementado la apertura del sector de transporte aéreo.  Desde 2004 las empresas que prestan servicios de transporte aéreo nacional pueden ser de propiedad totalmente extranjera, aunque deben tener su domicilio principal en el país.  Guatemala cuenta con 11 acuerdos bilaterales de transporte aéreo, tres de los cuales son de cielos abiertos.

8. Guatemala no cuenta con legislación específica sobre el transporte marítimo.  No se aplican restricciones a los extranjeros en la operación de los puertos o la prestación de servicios auxiliares.  Sin embargo en la práctica todos los puertos marítimos son de propiedad del Estado, de los que uno es de gestión privada.  Un estudio del Banco Mundial ha recomendado reformas para facilitar la participación privada y reducir el costo de los servicios portuarios, y las autoridades están desarrollando una estrategia para llevarlas a cabo.

9. El ejercicio de los servicios profesionales en Guatemala exige la colegiación en el colegio profesional correspondiente.  Todas las personas que obtienen sus títulos profesionales de universidades extranjeras deben obtener una revalidación otorgada por la universidad nacional de Guatemala.  Se requiere ser guatemalteco natural para ejercer la profesión de notario.  Para ejercer la arquitectura, los profesionales nacionales deben pagar al Colegio de Arquitectos el 1 por ciento de sus honorarios mientras que los extranjeros deben pagar el 2 por ciento. 

2) Agricultura

i) Características generales 

10. La participación de la agricultura (incluida la pesca y excluyendo la agroindustria) en el PIB se redujo del 13,9 por ciento en 2001 al 11,3 por ciento en 2006.  De acuerdo con una encuesta realizada en 2003 por el Instituto Nacional de Estadística, la agricultura era responsable, directa e indirectamente, de un 36,1 por ciento del empleo total, y existen unas 822.000 explotaciones agrícolas en el país.
  El tamaño promedio de una granja en Guatemala es de sólo 4,4 hectáreas;  el 45 por ciento de todas las explotaciones son de menos de 0,7 hectáreas.

11. El sector agricultura en Guatemala puede dividirse en tres actividades principales:  aquéllas que tradicionalmente han producido para la exportación productos como el café, bananos, azúcar, cardamomo y bayas;  aquellas cuya producción está orientada sobre todo para el consumo interno, especialmente el maíz, los frijoles y el arroz;  y las dedicadas a las exportaciones no tradicionales, como las frutas y hortalizas.  Guatemala proporciona un apoyo limitado al sector agrícola, principalmente a través de servicios de apoyo y extensión a la agricultura, capacitación técnica, e infraestructura, y los productos tradicionales no pueden beneficiarse de incentivos como los concedidos bajo el régimen de maquila o el de zonas francas.

12. El café, el azúcar y los bananos siguen siendo las principales exportaciones agrícolas de Guatemala, aunque varios otros productos han experimentado tasas mucho más altas de crecimiento durante el período bajo examen (cuadro AIV.1).  Estos tres productos básicos en conjunto representaron el 18,3 por ciento del total de las exportaciones guatemaltecas en 2007.  El cardamomo también se considera una exportación tradicional.  Si bien la producción de cardamomo se mantuvo estancada durante gran parte del período bajo examen, se experimentó un rápido crecimiento de su producción en 2007.  Las autoridades esperan que la producción de caucho natural se incremente en el futuro y que Guatemala pase a ser uno de los principales exportadores de este producto a nivel mundial.  La mayoría de las empresas productoras de caucho natural en Guatemala, hacen uso de los regímenes especiales existentes descritos en el capítulo III) 4) iii).

13. El café es la principal exportación agrícola de Guatemala, seguido por los bananos y el azúcar.  Durante 2005-08, los precios de estos productos fueron en general más altos que durante 2001-04.  Los precios del azúcar alcanzaron su punto máximo en 2006, mientras que los bananos han experimentado altos precios desde 2007.  Los precios del café fluctuaron dentro de una banda relativamente estrecha durante 2001-04, y desde entonces han seguido una trayectoria ascendente en general.  
14. Guatemala es el quinto mayor exportador de café del mundo.
  Durante las cosechas de los años 2001-07, la producción anual de café osciló entre 3,7 y 4,1 millones de sacos de 60 kilos, de los cuales unos 300.000 sacos para el consumo interno y el resto para la exportación.  Esto representa una disminución con respecto del pico de 4,9 millones de sacos exportados en 2000, pero la caída en el volumen ha sido más que compensada por un aumento en el precio.  Los precios del café de Guatemala en 2006-07 han sido de alrededor de 1 dólar EE.UU. por libra, un nivel mucho más alto que el alcanzado en los primeros años del período bajo examen.  En 2008 los precios han continuado aumentando, alcanzando un precio medio de 1,45 dólares EE.UU. por libra en abril de 2008.  Como resultado de los mayores precios, el valor de las exportaciones de café de Guatemala en 2007 fue de más de cinco veces el valor de las exportaciones de 2001.  

15. Guatemala produce más de 2 millones de toneladas de azúcar anualmente, de las cuales aproximadamente dos tercios se exporta.  Las autoridades indicaron que la mayor parte de las exportaciones de azúcar que realiza Guatemala se efectúan sin el beneficio de ningún régimen preferencial, excepto aquéllas realizadas dentro del marco del CAFTA-DR y del TLC con el Taipei Chino.  El azúcar es uno de los dos productos excluidos del ámbito de aplicación del MCCA para Guatemala;  las importaciones de Centroamérica deben pagar una arancel del 20 por ciento.

16. El CAFTA-DR vincula el acceso preferencial del azúcar a los Estados Unidos con la dirección y el tamaño de su balanza comercial de azúcar.  El superávit comercial de Guatemala en el sector del azúcar y productos derivados fue de 1.023.416 toneladas métricas (TM) en 2006.
  En consecuencia, en el marco de la fórmula utilizada para calcular el acceso al mercado de los Estados Unidos contenida en el CAFTA-DR, esto significa que la cantidad total de azúcar de Guatemala que puede entrar en los Estados Unidos libre de derechos de importación en 2008 es de 33.280 TM.  Esta cantidad debe agregarse a la cuota asignada a Guatemala dentro del contingente arancelario global de los Estados Unidos; en el año fiscal (de los Estados Unidos) 2008, la cuota correspondiente es de 50.546 TM.
  Tomando las importaciones de Estados Unidos de azúcar procedente de Guatemala en su conjunto, el arancel medio pagado en 2007 fue del 4,7 por ciento.  El valor anual de las importaciones de los Estados Unidos de azúcar procedente de Guatemala ha aumentado de 38,1 millones de dólares EE.UU. en 2001 a 111,8 millones de dólares EE.UU. en 2007 (de los cuales 96,9 millones bajo el CAFTA-DR).
  Durante el período bajo examen, el valor unitario de las exportaciones de azúcar importado a los Estados Unidos de Guatemala cayó ligeramente, de 33,9 centavos de dólar EE.UU. a 33,8 centavos por kilo para el azúcar sólido;  para los azúcares líquidos, el precio unitario aumentó de 9,5 centavos a 15,1 centavos por litro.

17. Guatemala produce una cantidad relativamente pequeña de etanol, la cual es exportada principalmente a los Estados Unidos.  Según un estudio de la UNCTAD, Guatemala tiene la capacidad para desarrollar una mayor producción de etanol, tanto para el suministro interno como para la exportación.
  

18. Entre las exportaciones no tradicionales de productos agrícolas figuran las hortalizas (brócoli, arveja, lechuga, tomate, alcachofa, pimiento chile, zanahoria), frutas (melón, papaya, banano, plátano, piña, limón y mango), y miel de abejas.  Las exportaciones de productos no tradicionales como frutas, vegetales y alimentos procesados han experimentado altas tasas de crecimiento durante el período bajo examen, totalizando 282 millones de dólares EE.UU. en 2007, un 45 por ciento más que el año anterior.  Se estima que, de continuar las tendencias actuales, las exportaciones de fruta fresca y preparada pronto podría superar a los bananos y convertirse en el tercer producto de exportación agrícola de Guatemala.
19. Maíz, fríjol negro, maicillo (sorgo de grano) y ajonjolí son los cultivos que ocupan el 94,7 por ciento de la superficie cosechada con cultivos anuales, según el Censo Agropecuario de 2003.  Sin embargo, su productividad muestra un comportamiento estacionario o declinante.  Aunque el comportamiento en productividad de arroz ha sido dinámico, su producción es declinante debido a reducciones en el área cultivada.  El maíz y el arroz están sujetos a contingentes arancelarios a la importación (ver infra).  En los últimos años, se ha evidenciado una tendencia al decrecimiento en la producción de arroz, la cual cayó de 45.200 toneladas métricas en 2001 a 25.000 en 2007.  Las autoridades indicaron que este decrecimiento se ha debido a diversos factores como son los precios internacionales bajos, desastres naturales, recursos limitados para proporcionar servicios de extensión en la agricultura, y cuestiones fitosanitarias, entre otras.

ii) Marco legal e institucional

20. El Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación (MAGA) es la entidad responsable de la formulación e implementación de políticas en el sector agrícola en Guatemala.  El MAGA hizo pública en 2004 su Política Agropecuaria y Sectorial 2004-07, cimentando el desarrollo de la agricultura y del área rural.  El objetivo general de esta política es el de contribuir al mejoramiento sostenido de la calidad de vida de la población que depende directa e indirectamente de la agricultura, a través del fomento de la competitividad, la atención a la agricultura campesina y el manejo y resguardo de los recursos naturales.  La estrategia de gestión plantea cuatro áreas prioritarias.  i) promover el desarrollo productivo y comercial del sector de agricultura comercial, impulsando un incremento del nivel de inversión y la innovación tecnológica a lo largo de las cadenas agroproductivas comerciales con potencial competitivo;  ii) impulsar programas de desarrollo con equidad de género y reconocimiento de la diversidad cultural de la población rural en la agricultura campesina (de subsistencia);  iii) priorizar el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, proporcionando incentivos para el uso adecuado del suelo y desarrollando programas para su recuperación y conservación;  y iv) fortalecer la institucionalidad pública y privada del sector agrícola, promoviendo la creación de un clima que facilite la actuación de los diferentes entes sectoriales.

21. Reflejando las prioridades especificadas en la Política Agropecuaria y Sectorial, en 2006 el Gobierno creó el Gabinete Específico de Desarrollo Rural con el fin de coordinar, orientar y viabilizar las políticas y programas que ejecuta el Organismo Ejecutivo por medio de los ministerios y secretarías involucradas en la gestión del desarrollo rural del país.
  La propuesta de Política Agropecuaria 2008-11 se encontraba en proceso de análisis y aprobación en agosto de 2008.

22. Los intereses de los productores de cultivos de exportación son apoyados por asociaciones privadas y centros de investigación.  La Asociación Nacional del Café (Anacafé) es una institución pública sin fines de lucro, que representa los intereses de los cultivadores de café.  De acuerdo con el Decreto No 19-69, los exportadores de café deben gestionar sus licencias de exportación a través de Anacafé.  Las autoridades indicaron que el objetivo de las licencias es garantizar la calidad del producto.  La ley especifica que Anacafé no debe interferir en la libre comercialización del café.  El Decreto No 19-69 estableció el Consejo de Política del Café como una institución para el análisis, discusión y coordinación de cuestiones relacionadas con el mercado del café.  El objetivo principal del Centro Guatemalteco de Investigación para la Caña de Azúcar (CENGICAÑA) es aumentar los rendimientos de azúcar y mejorar las variedades a través de programas de investigación y medidas de creación de capacidad.  CENGICAÑA está financiado y subordinado al Consejo Nacional de Asociación de Productores de Azúcar (ASAZGUA).  La Asociación de Productores Independientes de Banano (APIB) representa los intereses de los productores de bananos.  

iii) Políticas en el sector agrícola

a) Aranceles y contingentes arancelarios 

23. En 2008, el nivel medio de protección arancelaria en la agricultura y la pesca (de acuerdo con la definición CIIU) fue del 8,1 por ciento.  La protección media considerando la definición OMC de agricultura fue del 9,9 por ciento.  Los productos agrícolas que se beneficiaron de la más alta protección arancelaria incluyen las bebidas (19,1 por ciento), las frutas y hortalizas (13,2 por ciento), los lácteos (13,2 por ciento), los productos de origen animal (12,3 por ciento) y los cereales (12,1 por ciento). 

24. Guatemala aplica contingentes arancelarios a la importación de varios productos agropecuarios en el marco de los compromisos de acceso mínimo que contrajo en la Ronda Uruguay.  La Lista de compromisos de Guatemala incluye contingentes arancelarios para 22 productos agropecuarios.
  En la práctica, sólo se han activado los contingentes para cuatro de esos productos.  Guatemala no mantiene contingentes arancelarios para productos distintos de los arancelizados en la Ronda Uruguay, excepto en el contexto del CAFTA-DR.  Para los restantes 18 productos, se aplica el arancel NMF, el cual está por debajo de la tasa consolidada dentro del contingente.  Las autoridades indicaron que, a pesar de esto, Guatemala se reserva el derecho de abrir contingentes arancelarios para estos productos, de considerarlo necesario.
25. Los contingentes se distribuyen mediante certificados de importación, por orden de recepción de las solicitudes.  Cuando el volumen solicitado supera el contingente establecido, el contingente arancelario se distribuye proporcionalmente, en función del volumen solicitado.
  Hay topes cuantitativos por solicitud.  Los certificados sólo se conceden a las empresas legalmente establecidas en Guatemala y registradas en el Ministerio de Economía.  Son adjudicados por comisiones ad hoc en las que participan los Ministerios de Economía, de Agricultura, Ganadería y Alimentación y de Finanzas Públicas, la Intendencia de Aduanas, así como representantes de las respectivas cadenas productivas.  Según el producto que haya de importarse, los certificados tienen una validez de uno a seis meses.  Los certificados no se asignan por país.  No se establecen requisitos de compra y/o consumo nacional.  No existen casos en que los contingentes OMC no sean utilizados como consecuencia de acuerdos bilaterales.  Las autoridades indicaron que, generalmente, la activación de contingentes arancelarios obedece al desabastecimiento real de algunos productos;  en ese sentido no se activan contingentes cuyas condiciones de acceso sean mejores en acuerdos bilaterales.  También manifestaron que Guatemala nunca ha activado contingentes unilaterales con aranceles inferiores a los establecidos en la lista LXXXVIII.
26. En su última notificación a la OMC con respecto a contingentes arancelarios, correspondiente a 2004, 2005 y 2006, Guatemala indicó que mantuvo contingentes arancelarios para cuatro productos:  arroz;  harina de trigo y de morcajo o tranquillón;  maíz amarillo;  y manzana.
  El cuadro AIV.1 contiene los productos para los que Guatemala administra contingentes arancelarios bajo el Acuerdo sobre la Agricultura y también incluye información sobre los contingentes arancelarios para las importaciones de Guatemala procedentes de los Estados Unidos en virtud del CAFTA-DR.  Guatemala también tiene un contingente activado de maíz amarillo en el marco del TLC Triángulo Norte-México.  Los contingentes OMC administrados por el MINECO para 2008 son:  arroz granza, 25.200 TM;  harina de trigo 10.000 TM;  maíz amarillo, 230.000 TM;  y manzana, 12.500 TM.
  Los tipos aplicables dentro de los contingentes están comprendidos entre el 0 y el 15 por ciento;  los aranceles aplicables fuera de los contingentes oscilan entre el 10 y el 35 por ciento.  

27. También se administran contingentes de los cuatro productos antes mencionados, así como de cuadriles de pollo, carne de cerdo, carne de bovino, queso, mantequilla, helado, leche en polvo y otros productos lácteos bajo el CAFTA-DR (cuadro AIV.1).  Bajo el CAFTA-DR, aparte del arroz pilado y los cuadriles de pollo, los niveles de utilización de los contingentes fueron más altos en 2007 que en 2006, lo cual refleja principalmente el hecho que los contingentes arancelarios se hicieron efectivos sólo durante el segundo semestre de 2006.

28. La mayoría de los acuerdos de libre comercio concertados por Guatemala excluyen expresamente varios productos agropecuarios.  A nivel centroamericano, las importaciones de café, alcohol etílico, azúcar y harina de trigo están sujetas a regímenes de importación bilaterales.  El Acuerdo de Libre Comercio con México permite a ambos países aplicar medidas de salvaguardia especiales a una lista de productos agrícolas especificados cuando las importaciones de esos productos sobrepasan determinados niveles.  El acuerdo establece además un Comité de Comercio Agropecuario que funciona como foro para la negociación y supervisa el comercio de productos agropecuarios entre los dos países y las medidas adoptadas.  Los Acuerdos de Libre Comercio del MCCA con Chile y la República Dominicana no contienen disposiciones especiales sobre el comercio de productos agropecuarios.

b) Subvenciones y ayuda interna

29. Durante el período 2001-07, Guatemala ha presentado varias notificaciones al Comité de Agricultura de la OMC (cuadro AII.1).  Guatemala notificó a la OMC que, durante 2000-03 no había aplicado subvenciones a la exportación sujetas a reducción de conformidad con el Artículo 9.1 del Acuerdo sobre la Agricultura.
  Guatemala no ofrece subvenciones ni incentivos fiscales para la producción (aparte del programa discutido infra), el transporte, la comercialización o el consumo de productos agropecuarios.  El Gobierno no fija los precios de los insumos para la producción agrícola, ni interviene en el proceso de comercialización.  Las últimas notificaciones de ayuda interna de Guatemala corresponden a 2001.
  En ella, se mencionan programas de servicios de apoyo y extensión a la agricultura, capacitación técnica, e infraestructura, entre otros. 

30. El MAGA tiene un programa para vender fertilizantes a precios inferiores a los del mercado a los pequeños y medianos productores agrícolas.  El programa, en 2007, incluyó la compra de parte del MAGA, de fertilizantes por un total de 80 millones de dólares EE.UU., los cuales fueron puestos a disposición de los agricultores;  936.222 explotadores agrícolas se beneficiaron del programa.  

31. El sector agropecuario de Guatemala recibe también apoyo de los fondos FONAGRO y PROFRUTA, cuya finalidad es modernizar la producción agropecuaria del país.  FONAGRO se estableció el 30 de marzo de 1994 mediante el Acuerdo Gubernativo No 133-94 (enmendado por el Acuerdo Ministerial No 176-96) y tiene una dotación de Q500 millones.  PROFRUTA, creado por el Acuerdo Ministerial No 540-99, tiene la finalidad especial de promover la producción de frutas y legumbres y hortalizas;  su presupuesto para 2007 asciende a Q12 millones.  Ambos fondos prestan apoyo técnico y financiero a pequeños productores agrícolas.
  PROFRUTA maneja también el programa PINFRUTA, con un aporte proveniente del Gobierno del Japón, así como recursos del Gobierno de Guatemala.  FONAGRO concedió financiamiento por un total de Q282,7 millones (unos 37,2 millones de dólares EE.UU. entre 2002 y 2007 (cuadro IV.1).
32. Guatemala notificó al Comité de Agricultura que, de conformidad con los Artículos 5.7 y 8.2 del Acuerdo sobre la Agricultura no adoptó medidas de salvaguardia especial, ya sea basadas en volumen o precios, durante 2003.  A septiembre de 2008, no se habían recibido notificaciones para los años siguientes.
  

Cuadro IV.1

Financiamiento otorgado por FONAGRO, 2002-07 

(Miles de quetzales)

	
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2002-07

	Agrícola
	23.407,3
	21.812,9
	11.455,4
	19.621,2
	9.428,4
	11.309,6
	97.034,8

	Servicio
	3.261,2
	16.073,5
	49.750,0
	15.849,3
	18.774,5
	600,0
	104.308,5

	Pecuario/Agropecuario
	510,4
	5.123,7
	0,0
	0,0
	3.036,0
	1.620,8
	10.290,9

	Hidrobiológico
	14.935,6
	1.034,0
	1.307,5
	0,0
	597,2
	3.514,8
	21.389,1

	Funcionamiento
	0,0
	15.092,2
	15.847,0
	0,0
	0,0
	6.000,0
	36.939,2

	Bancos comunales
	0,0
	300,0
	0,0
	5.000,0
	2.300,0
	3.500,0
	11.100,0

	Apícolas
	1.191,6
	393,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	1.584,6

	Total
	43.306,0
	59.829,4
	78.359,8
	40.556,7
	34.136,0
	26.545,2
	282.733,1


Fuente:
Información proporcionada por las autoridades de Guatemala.
3) Manufacturas

33. El sector manufacturero contribuyó en 2007 a un 18,5 por ciento del PIB si se incluye a la agroindustria (12,5 por ciento si se la excluye), frente a un 19,7 por ciento en 2001.  El subsector fabricación de textiles y prendas de vestir, cuero y calzado representó de por sí sólo el 4,7 por ciento del PIB en 2006.  El sector dio empleo a un 17,2 por ciento de la mano de obra en 2006, comparado con un 20,8 por ciento en 2001.  La industria de la confección da cuenta de la mayor parte de las exportaciones de manufacturas de Guatemala, pero estas exportaciones han disminuido en términos absolutos y relativos desde la liberalización multilateral del sector en 2005 y la consiguiente eliminación de contingentes.  Guatemala, sin embargo, continúa exportando tejidos, hilos, e hilazas, principalmente a los Estados Unidos.  Las exportaciones de algunos otros subsectores manufactureros, como los metales y los productos de vidrio, han mostrado sólidos índices de crecimiento en los últimos años, pero siguen representando una parte relativamente pequeña de las exportaciones totales.
34. En 2007 Guatemala exportó productos manufacturados por 4.515 millones de dólares EE.UU., de los cuales 1.366 millones fueron artículos de vestuario, representando esto un 7,9 por ciento menos que en 2005.  Las exportaciones de productos químicos totalizaron 652 millones de dólares EE.UU. y las de otras semimanufacturas, 352 millones.  Un 40 por ciento de las exportaciones de productos manufacturados se hizo al amparo del Decreto No 29-89 (Ley de Fomento y Desarrollo de la Actividad Exportadora y de Maquila) o del Decreto No 65-89 (Ley de Zonas Francas).  Entre las importaciones, predominaron las importaciones de máquinas, vehículos, productos químicos y productos minerales elaborados (principalmente los combustibles).  En 2007 Guatemala importó productos manufacturados por valor de unos 9.900 millones de dólares EE.UU.
  En 2007 las empresas que se beneficiaban de los regímenes de zonas francas y de maquila realizaron, en total, importaciones de materias primas por valor de unos 1.700 millones de dólares EE.UU. e importaciones de equipo por valor de 210 millones.  El mayor importador fue la industria del vestido.
35. En la OMC, Guatemala ha sido uno de los países que ha sostenido la posición de que la finalización del proceso de integración del sector textil y del vestido en las normas y disciplinas del GATT de 1994 es de gran valor sistémico para el fortalecimiento del sistema multilateral de comercio.
  

36. Las exportaciones de vestido y otros productos manufacturados de Guatemala se benefician de los regímenes preferenciales de otros países, particularmente de los Estados Unidos.  Hasta antes de mediados de 2006, la mayoría de las exportaciones de vestido ingresaba a los Estados Unidos bajo los términos de la Iniciativa para la Cuenca del Caribe (CBI);  desde entonces lo hace bajo el 
CAFTA-DR.  El trato preferencial en virtud tanto del CBI como del CAFTA-DR está condicionado al cumplimiento de normas de origen que tienden a restringir las fuentes de abastecimiento de la fibra y el tejido.  Los arreglos preferenciales han ayudado a Guatemala y otros países de América Central a aumentar sus exportaciones a los Estados Unidos mientras que muchos otros competidores estuvieron sujetos a las cuotas impuestas en virtud del Acuerdo Multifibras, la última de las cuales expiró en 2005.  El mayor nivel de exportaciones de vestido a los Estados Unidos se alcanzó en 2004, cuando éstas superaron los 1.500 millones de dólares EE.UU.  Desde entonces, a pesar del CAFTA-DR, estos niveles se han reducido.  Guatemala está impulsando como sectores principales para el aprovechamiento del CAFTA-DR aquellos que por su competitividad tienden a ser atractivos en el mercado de Estados Unidos.  Los sectores identificados hasta la fecha son alimentos, conservas, bebidas, plásticos, y cosméticos.

37. El apoyo al sector manufacturero se proporciona principalmente a través de los incentivos otorgados en el marco de la Ley de Zonas Francas y la Ley de Fomento y Desarrollo de la Actividad Exportadora y de Maquila (capítulo III) 4) iii)).  Tomando como base la definición del sector que figura en la CIIU, el arancel medio del sector manufacturero era del 5,8 por ciento en 2008;  tomando la definición OMC para actividades no agrícolas, el arancel promedio en 2008 era del 5,3 por ciento.  Además de la protección arancelaria y de los regímenes especiales de exportación, las medidas para fomentar el desarrollo industrial incluyen programas de desarrollo empresarial, actividades de asistencia a la investigación y ayuda para la comercialización de las exportaciones.

4) Hidrocarburos y Minería

i) Panorama general

38. El petróleo y la minería representaron sólo el 0,3 por ciento del total de empleo, y el 0,5 por ciento del PIB en Guatemala en 2006.  El valor de las exportaciones de petróleo ha aumentado a un ritmo constante durante todo el período bajo examen, mientras que las exportaciones de otros minerales aumentaron bruscamente durante 2006-07.  El petróleo y otros minerales representaron el 14,6 por ciento de las exportaciones generales de Guatemala en 2007 (cuadro AI.1).

39. El Artículo 121 de la Constitución establece que el subsuelo y los yacimientos de hidrocarburos, y los minerales, así como cualesquiera otras sustancias orgánicas e inorgánicas del subsuelo son bienes del Estado, y el Artículo 125 dispone que el Estado debe crear las condiciones favorables para la exploración, explotación y comercialización de hidrocarburos, minerales y otros recursos naturales no renovables.  No hay sectores determinados o zonas geográficas que estén reservados para la explotación del Gobierno o empresas de propiedad estatal.  Los derechos de explotación minera son asignados por concurso público.  

ii) Petróleo y productos refinados

40. A principios de 2006, Guatemala contaba con reservas de petróleo estimadas en 526 millones de barriles.  En 2006, Guatemala produjo 16.144,8 barriles de petróleo por día, frente a un consumo de petróleo y productos derivados del petróleo de 73.124 barriles al día.  Los combustibles fósiles son responsables por aproximadamente la mitad de la energía generada en Guatemala, y la mitad de estos combustibles son utilizados para el transporte.  En septiembre de 2008 se tenía previsto celebrar una licitación incluyendo concesiones offshore en la cuenca del Pacífico en el último trimestre de 2008.

41. Las autoridades indicaron que Guatemala no tiene la capacidad para procesar la totalidad de su crudo ya que cuenta sólo con una minirefinería (La Libertad), en proceso de ampliación desde 2002, en la que se producen alrededor de 500.000 barriles de asfalto, diésel y otros productos refinados cada año.  Guatemala exporta pequeñas cantidades de asfalto (46.380 barriles en 2007), así como algo de gasolina y gasóleo, pero conserva la mayor parte para uso interno.  La mayor parte del petróleo crudo de Guatemala se exporta a refinerías en los Estados Unidos, y Guatemala es un importador neto de productos derivados del petróleo.  En septiembre de 2008, existían dos terminales de almacenamiento de gas licuado de petróleo, así como 45 plantas de almacenamiento y envasado, y una planta adicional estaba en construcción.

42. El Ministerio de Energía y Minas (MEM) es la institución nacional encargada de la reglamentación del sector hidrocarburos.  Dentro del MEM, la supervisión del sector petrolero, incluyendo la exploración y explotación petrolera, la lleva a cabo la Dirección General de Hidrocarburos.  La Dirección es el ente encargado de emitir las licencias para:  la apertura de estaciones de servicio;  importación;  exportación;  operación;  instalación;  refinería y transformación;  apertura de plantas de asfalto;  almacenamiento;  y preparación de mezclas oleosas.  Los requisitos para solicitar estas licencias pueden obtenerse del sitio Internet del MEM.
  La Comisión Nacional Petrolera, establecida por la Ley de Hidrocarburos, es el órgano encargado de emitir opiniones sobre cuestiones relativas a los contratos de exploración y explotación y la fijación de los precios de exportación del petróleo crudo.  

43. Los precios del petróleo se han desregulado desde 1997, por medio de la Ley de Comercialización de Hidrocarburos.  Según la UNCTAD, en Guatemala "el proceso de liberalización en el mercado de los productos líquidos está progresando más que en cualquier otro país centroamericano", lo cual puede atribuirse a que Guatemala es "el mercado más importante en la región y con menores barreras de entrada, lo que permitió la operación de diversos importadores independientes consiguiendo organizar mejor la política de precios en el mercado".

44. La Ley de Hidrocarburos (Decreto No 109-83, modificado por el Decreto No 161-83) de 15 de septiembre de 1983, y su Reglamento General, el Reglamento de Convocatoria para la Celebración de Contratos de Exploración y Explotación de Hidrocarburos (Acuerdo Gubernativo No 754-92), así como la Convocatoria para presentar ofertas con el objeto de celebrar contratos de exploración y explotación de hidrocarburos (Acuerdo Gubernativo No 764-92) y el Reglamento para operar como contratista de servicios petroleros o subcontratista de servicios petroleros (Acuerdo Gubernativo No 299-84) constituyen la legislación principal en el área de hidrocarburos.  Las cuestiones relativas a la comercialización e importación de hidrocarburos se rigen por la Ley de Comercialización de Hidrocarburos (Decreto No 109-97) de 26 de noviembre de 1997, y su Reglamento.  Con arreglo a la Ley de Comercialización de Hidrocarburos, toda persona individual o jurídica podrá importar o vender productos petroleros.  El correspondiente Reglamento no contiene requisitos de nacionalidad para la obtención de licencias ni establece un trato diferente para las empresas de propiedad extranjera.  La Ley de Comercialización prevé la posibilidad de imponer sanciones si las empresas adoptan medidas anticompetitivas como, por ejemplo, acuerdos de concertación de precios.  La Ley de Hidrocarburos establece la posibilidad de suscribir contratos de participación en la producción entre el Estado y el contratista.  En estos casos, la participación estatal en la producción neta debe ser, como mínimo, de un 30 por ciento.  
45. De conformidad con el Decreto No 38-92 de 1° de julio de 1992 (modificado por los Decretos No 11-2003 y No 38-2005), el petróleo crudo y los combustibles están sujetos a un impuesto específico.  En julio de 2008 dicho impuesto era de Q.4,70 por galón para la gasolina de 95 octanos, Q.4,60 por galón para la gasolina de 88 octanos y de Q.1,30 por galón para el diésel.  En 2007 el total de los ingresos estatales procedentes de la producción de petróleo fue de 100,1 millones de dólares EE.UU., 11,7 millones más que en 2006, de los que 13,9 millones de dólares EE.UU., correspondieron a regalías, 78,5 millones a participación en la producción por hidrocarburos compartibles y 7,6 millones a ingresos directos.
  Las plantas eléctricas que utilizan petróleo crudo o combustibles para generar energía eléctrica están exentas del pago de este impuesto.
iii) Minería

46. La minería representó el 0,5 por ciento del PIB en 2006.  Guatemala produce materiales tales como barita, arcillas, feldespato, yeso, caliza, piedra pómez, y materiales de construcción, la mayoría de los cuales son para uso doméstico.  Las exportaciones de productos mineros alcanzaron los 127,5 millones de dólares EE.UU. en 2006, un fuerte incremento respecto de los 21 millones de dólares EE.UU. exportados en 2005.  El aumento fue el resultado del incremento sustancial en la exportación de minerales de oro, las que totalizaron 98,6 millones de dólares EE.UU. en 2006.

47. La regulación del sector minero en Guatemala está dada por los Artículos 121 y 125 de la Constitución y por la Ley de Minería (Decreto No 48-97) de 11 de junio de 1997, y su Reglamento contenido en el Acuerdo Gubernativo No 176-2001.
  El Artículo 121 de la Constitución establece que el subsuelo y sus yacimientos son bienes del Estado.  En el Artículo 125 se declaran de utilidad y necesidad públicas la explotación técnica y racional de los minerales.  Asimismo, se indica que el Estado establecerá y propiciará las condiciones propias para su exploración, explotación y comercialización.
  A principios de 2008 se inició la redacción de una nueva ley de minería, basada en el documento aprobado en 2006 por la Comisión de Alto Nivel que creó la Presidencia de la República.
48. En la Ley de Creación de la Secretaría de Energía y Minas (Decreto No 57-78) publicada el 30 de octubre de 1978, se establece que la Dirección General de Minería es la dependencia encargada del estudio, fomento, control, supervisión y fiscalización de todo lo relacionado a operaciones mineras y canteras.  La Ley de Minería indica que el Ministerio de Energía y Minas, es el órgano del Estado encargado de formular y coordinar las políticas, planes y programas del sector minero, así como de dar cumplimiento en lo que le concierne a lo dispuesto en la Ley y su Reglamento. 

49. La Ley de Minería se aplica a todas las explotaciones mineras, con excepción de los hidrocarburos y las sustancias disueltas en aguas subterráneas.  Tanto los nacionales como los extranjeros pueden solicitar, mediante procedimientos idénticos, concesiones de derechos de explotación minera.  No hay sectores específicos ni zonas geográficas reservadas al Estado o a empresas de propiedad estatal.  Los derechos mineros sobre zonas geográficas específicas se adjudican mediante concurso público.

50. La realización de actividades mineras requiere una licencia, otorgada por la Dirección General de Minería del MEM.  Existen tres tipos de licencias mineras:  de reconocimiento, exploración y explotación.  La licencia de explotación confiere al titular la facultad exclusiva de explotar los yacimientos en el área que le haya sido otorgada.  Se concede por un plazo máximo de 25 años, el cual puede ser prorrogado a solicitud del titular hasta por un periodo igual.
  Entre 
2004-06, se concedieron dos licencias de reconocimiento, 68 licencias de exploración y 51 licencias de explotación.

51. Los titulares de licencia de explotación deben pagar regalías al Estado por la extracción de productos mineros, y a las municipalidades por la extracción de productos mineros dentro de su jurisdicción.  Los titulares de derechos mineros deben pagar también varios tipos de canon.  

5) Electricidad

52. El Artículo 129 de la Constitución Política de la República de Guatemala declaró la electrificación del país como una urgencia nacional.  Guatemala se embarcó en un importante programa de reforma de la infraestructura después de la firma de los Acuerdos de Paz de 1996, que incluyó la reestructuración y la privatización de los sectores electricidad y telecomunicaciones.  Desde entonces, Guatemala ha incrementado su capacidad de generación, y ha eliminado el racionamiento.  Guatemala exporta electricidad a El Salvador desde 1986.  El proceso de reforma en Guatemala se logró a través de la venta de la Empresa Eléctrica de Guatemala (EEGSA), de plantas generadoras y otras empresas en el área de la energía eléctrica.

53. En 2006 el Sistema Eléctrico de Guatemala produjo 7.916,27 giga vatios hora (GWh) de electricidad, de los cuales el 41,3 por ciento provino de plantas hidroeléctricas, el 32,2 por ciento de turbinas de vapor y el 24,6 por ciento de motores de combustión interna (cuadro IV.2).
  Las empresas de propiedad pública son responsables de la generación del 29,5 por ciento de la electricidad, mientras que el 70,5 por ciento restante es producido por empresas de propiedad privada y otros generadores.  Por tipo de subsistemas, el 93,9 por ciento de la generación se realizó a través del Sistema Interconectado (SIN);  5.2 por ciento por medio de autoproductores (autoconsumo) y el 0.9 por ciento por medio de sistemas aislados (Petén).  A principios de 2008, existían 28 entidades generadoras (27 privadas y una pública);  3 transportistas (uno público y dos privados);  18 comercializadores privados;  y 3 distribuidoras privadas.

Cuadro IV.2

Generación de electricidad, 2006

(GWh)

	Tipo de central 
	Público 
	Privado 
	Total 

	Hidroeléctricas 
	2.313,12 
	957,04 
	3.270,16 

	Turbinas de Vapor 
	0,0 
	2.550,61 
	2.550,61 

	Motores C. I. 
	0,0 
	1.944,51 
	1.944,51 

	Geotérmicas 
	20,77 
	121,76 
	142,53 

	Turbinas de Gas 
	1,01 
	7,45 
	8,46 

	Total 
	2.334,89 
	5.581,38 
	7.916,27 


Fuente:
Ministerio de Energía y Minas.

54. Entre las empresas de transporte, el Instituto Nacional de Electrificación (INDE) de propiedad estatal, mantiene una posición dominante en el sistema.  El INDE continúa siendo propietario y operador de la red nacional de transporte de energía.  El INDE aún controla alrededor de la mitad de las centrales de generación (principalmente hidroeléctrica), pero compite con productores independientes que controlan el resto de la capacidad (principalmente térmica).  

55. Desde el anterior examen de Guatemala, se completó la privatización de las distribuidoras DEOCSA y DEORSA:  la empresa española UNIÓN FENOSA compró el 80 por ciento de las acciones y, de las acciones restantes, un 7 por ciento fue adquirido por los empleados, un 5 por ciento se puso a la venta en el mercado local y el 8 por ciento aún se mantiene en poder del Estado.  El Estado aún mantiene la propiedad del 14,2 por ciento de las acciones de la tercera distribuidora, EEGSA.  Las autoridades indicaron que, en ninguno de los dos casos, se tiene prevista una fecha para la venta de las acciones de propiedad del Estado.
56. Un beneficio de la reforma eléctrica ha sido el rápido aumento de capacidad y cobertura.  La cobertura total en 2006 fue del 85,1 por ciento.  Sin embargo, el Banco Mundial también ha señalado el lento crecimiento en la cobertura en los últimos años, atribuyéndolo a la falta de fondos en los programas de electrificación y del proceso vegetativo de las distribuidoras;  el Banco Mundial ha recomendado que el Gobierno canalice recursos hacia la expansión de la cobertura eléctrica de la población sin servicios, mejore el marco regulatorio para brindar incentivos a la inversión de largo plazo y el uso eficiente de la energía, e instituya mecanismos de decisión y financiamiento para permitir las soluciones centralizadas y descentralizadas para proveer de electricidad a los hogares que aún no cuentan con dicho servicio.
  Las autoridades estiman que, de realizarse estas inversiones, la cobertura podría subir al 89,9 por ciento a finales de 2010.

57. Guatemala mantiene un superávit neto en el comercio de electricidad con sus países vecinos;  en 2006 importó y exportó, respectivamente, 8,4 y 88,2 GWh.  Las autoridades indicaron que las exportaciones se han venido reduciendo por un aumento de la demanda interna. 

58. Las tres instituciones que son responsables de la regulación en el sector eléctrico son:  la Comisión Nacional de Energía Eléctrica (CNEE), la Administradora del Mercado Mayorista (AMM) y el Ministerio de Energía y Minería (MEM).  La formulación de políticas para el sector de la energía es competencia del MEM.  La Ley General de la Electricidad creó la CNEE como autoridad reguladora encargada, entre otras cosas, de supervisar la aplicación de la Ley, elaborar reglamentos técnicos para el sector eléctrico y establecer tarifas para los servicios de transmisión y distribución reglamentados.  La CNEE es semiautónoma;  técnicamente esta entidad forma parte del MEM, al que reporta directamente, pero su presupuesto se financia con los fondos provenientes de una tasa del 0,3 por ciento sobre las ventas de electricidad de las compañías distribuidoras.  La CNEE controla el marco regulador y, al mismo tiempo define las normas técnicas y aprueba tarifas cuando así se requiere.  La AMM tiene la función de coordinar las operaciones de las empresas generadoras, las interconexiones internacionales y las líneas de transmisión nacionales en forma que reduzca los costos, así como la de fijar los precios de la transmisión cuando éstos no se han establecido por contrato.  

59. Los principales instrumentos legales que regulan el sector de la electricidad están dados, además de por el Artículo 129 de la Constitución, por la Ley de la Electricidad (Decreto No 93-96) de 6 de octubre de 1996, y su Reglamento, Acuerdo Gubernativo No 256-97 de 21 de marzo de 1997.
  La Ley de la Electricidad puso fin al monopolio de la energía, abriendo plenamente esa rama de producción a la participación del sector privado y separando las diferentes actividades del subsector.  La inversión extranjera está permitida para todo tipo de generación (incluida la hidroeléctrica), transmisión y distribución de electricidad.
60. La Ley General de la Electricidad establece que la generación de electricidad no requiere una autorización del Estado.  Sólo se necesita autorización para las centrales generadoras y líneas de transporte que requieran la utilización de propiedades públicas.  Los productores de electricidad con una capacidad de generación superior a los 5 Mw que deseen tomar parte en la transmisión o distribución deben hacerlo mediante una empresa separada.  La transmisión de electricidad de Guatemala consta de un sistema principal y uno secundario.  La propiedad del sistema principal está en manos del Estado y su operación es compartida por los generadores;  el secundario pertenece a los generadores y es el medio de interconexión de los generadores con el sistema principal. 

61. Los proveedores de servicios locales están obligados a conectar y suministrar electricidad a cualquier parte interesada en su zona de jurisdicción.  La Ley no contiene disposiciones que otorguen un trato distinto a las empresas de propiedad extranjera.

62. El mercado mayorista es el mecanismo básico para la distribución de la producción de energía entre los generadores y los consumidores.  La administración está a cargo de la AMM, que organiza el programa de entrega de la energía, establece los precios a corto plazo para el transporte de energía y garantiza su suministro, coordina el SIN, y administra las transacciones comerciales en el mercado mayorista.  La CNEE monitorea la evolución del mercado mayorista;  cada semana se publica un boletín resumen de información sobre actividades y precios en el mercado.

63. Los precios pueden fijarse libremente, con la excepción de los precios de transmisión y distribución de aquellos servicios que están sujetos a autorización de la CNEE.  Los precios a los grandes usuarios, que participan en el mercado mayorista, son determinados en este mercado.  Para los precios a los usuarios más pequeños, cada distribuidora determina su propia tarifa, sujeta a la aprobación de la CNEE.  De acuerdo con la Ley de Electricidad, las tarifas deben calcularse para cada nivel de tensión, y estar compuestas por tarifas base y fórmulas de ajuste periódico que reflejan la variación de los costos de distribución.  Los grandes usuarios tienen la libertad de negociar contratos directamente con generadores o comprar en el mercado spot.
64. Se mantiene una tarifa social, creada bajo la Ley de Tarifa Social (Decreto No 96-2000) la cual es subsidiada, para usuarios de bajos ingresos;  el subsidio se proporciona sobre la parte del consumo hasta los 100 kWh.
  Según lo dispuesto por la Ley de Tarifa Social, la diferencia de precio frente a la tarifa no social, es financiada por el INDE a través de fondos asignados para tal efecto por el Estado, ya que la Ley de Electricidad no permite los subsidios cruzados en las tarifas de distribución, estipulando claramente que en ningún caso los costos atribuibles al servicio prestado a una categoría de usuarios podrán ser recuperados mediante tarifas cobradas a otros usuarios.  La CNEE es el ente encargado de emitir y determinar las normas, metodología, procedimientos y fuente energética necesarios para la implementación de la tarifa social.  En abril de 2008, la tarifa no social promedio aplicada por las tres distribuidoras era de Q1,581/kWh (0,20 dólares EE.UU.), mientras que la tarifa social era de Q1,2409/kWh (0,16 dólares EE.UU.);  estas tarifas son elevadas comparadas con las de otros países de la región.
  A este respecto, las autoridades manifestaron que la tarifa no social ha experimentado aumentos severos en los últimos años, de un 60 por ciento entre 2002 y 2007, pero que los incrementos de la tarifa social han sido menores.  Los aumentos de las tarifas reflejan en buena parte el incremento del precio del petróleo.  
65. Las compras de electricidad por parte de los distribuidores se efectúan mediante licitación abierta.  Toda la información relativa a la licitación y adjudicación de oferta es de acceso público.  El uso de las instalaciones de transmisión y transformación principal y secundarios está sujeto al pago de peajes acordados entre las partes.  Todos los generadores e importadores de energía eléctrica conectados al SIN pagan peaje por el uso del sistema principal, por kW de potencia firme conectada.  En los sistemas secundarios, los peajes se pagan de acuerdo con los usos específicos que los generadores hagan de estos sistemas.

66. Guatemala participa en el Mercado Eléctrico Regional (MER), en el que se realizan transacciones comerciales de electricidad, intercambios de corto plazo, y contratos de mediano y largo plazo entre los participantes.  El MER tiene como base legal el Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América Central, suscrito el 30 de diciembre de 1996 entre los Gobiernos de Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Costa Rica y Panamá.  Participan en el MER empresas dedicadas a generación, transmisión, distribución, comercializadores de electricidad y grandes consumidores.  El MER es regulado por la Comisión de Interconexión Eléctrica Regional y es operado por el Ente Operador Regional.  La Empresa Propietaria de la Red, es la entidad encargada de desarrollar, diseñar, financiar, construir y mantener un Sistema de Interconexión Eléctrica para los Países de América Central.  

67. Guatemala también participa del Proyecto de Interconexión Guatemala-México, que tiene como objetivo, para Guatemala, aumentar la oferta de energía en el sistema eléctrico de Guatemala, buscando mejorar los precios y aumentando la seguridad y calidad en el suministro del servicio. 

6) Servicios

i) Compromisos multilaterales y preferenciales

68. El sector servicios representa un 58,7 por ciento del PIB y unos dos tercios del empleo total en Guatemala.  Guatemala es un importador neto de servicios desde 2004.  Las exportaciones de servicios totalizaron 2.674,7 millones de dólares EE.UU. en 2007, un 52 por ciento por encima del registrado en 2001 (1.758,5 millones).  Las importaciones totalizaron 2.751,4 millones de dólares EE.UU. en 2007, un 106 por ciento por encima del nivel de 2001 (1.329,8 millones).  

69. La Lista de compromisos específicos de Guatemala anexa al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) de la OMC es de alcance limitado, ya que sólo incluye compromisos en 5 de las 12 categorías de servicios:  servicios prestados a las empresas, servicios de comunicaciones, servicios de turismo, servicios de transporte y servicios financieros (cuadro AIV.2).
  En general, los compromisos contraídos por Guatemala en el marco del AGCS tienden a consolidar el marco de política en vigor en el momento de las negociaciones de la Ronda Uruguay y, por lo tanto, no tienen en cuenta la liberalización autónoma que el país ha llevado a cabo desde ese momento.  En la mayoría de los casos, los cambios introducidos recientemente han hecho que la política aplicada sea más liberal que esos compromisos.  

70. La Lista final de exenciones al Artículo II (NMF) de Guatemala excluye del trato NMF a todos los sectores cubiertos por:  los diversos acuerdos del MCCA
;  el Convenio sobre garantía de inversiones con los Estados Unidos (Decreto No 1,545 de 22 de agosto de 1962), y su reglamento (Acuerdo Gubernativo No 693-86);  el Acuerdo de comercio e inversión entre Centroamérica y Colombia y Venezuela suscrito el 12 de febrero de 1993;  y los Acuerdos de Tuxtla Gutiérrez de 1991 entre los países de América Central y México en 1991.  Estas medidas son indefinidas;  su principal justificación es el mantenimiento de las preferencias.  

71. Guatemala participó en las negociaciones ampliadas sobre telecomunicaciones, revisando en consecuencia su lista de concesiones.
  Guatemala no ratificó el Cuarto Protocolo, aunque sí participó en las negociaciones y en virtud de esas negociaciones se modificó la lista de concesiones.  Al respecto, las autoridades indicaron que Guatemala adoptó el Cuarto Protocolo a través de un proceso de certificación.  Guatemala no participó en las negociaciones ampliadas sobre servicios financieros.

72. Guatemala presentó una oferta inicial en el marco de las negociaciones sobre los servicios en la Ronda de Doha.  Hasta agosto de 2008, Guatemala no había presentado una oferta revisada.  

73. Aparte del Artículo XVII que establece el principio del trato nacional para la industria de la construcción, el Tratado General de Integración Económica Centroamericana no contiene disposiciones que abarquen el trato nacional en el sector de los servicios.  El Tratado Centroamericano de Inversión de Comercio y Servicios se suscribió en marzo de 2002 y su protocolo modificatorio en febrero de 2007, instrumento que garantiza un trato nacional en la prestación de servicios en la región centroamericana.  Guatemala ratificó este Tratado pero, a septiembre de 2008, el protocolo modificatorio aún no había entrado en vigor.  En el Tratado de Libre Comercio con México se abordan las cuestiones relativas a los servicios en los capítulos X (disposiciones generales y comercio transfronterizo de servicios), XI (servicios financieros), XII (telecomunicaciones), y XIII (presencia de personas físicas).  El Tratado establece los principios del trato NMF y el trato nacional para el suministro transfronterizo de servicios entre los dos países y establece un Comité de Comercio Transfronterizo de Servicios e Inversión, que se encarga de vigilar el cumplimiento de los compromisos mutuos y discutir cuestiones relativas al comercio de servicios y las inversiones.  Los tratados de libre comercio firmados en el marco del MCCA con la República Dominicana y Chile establecen el principio del trato NMF para el comercio de servicios entre las partes contratantes.  

74. Las autoridades han indicado además que Guatemala mantiene acuerdos sobre servicios de transporte con algunos de sus interlocutores comerciales regionales.  Existe un convenio regional entre Centroamérica y Panamá para el libre tránsito de transporte terrestre de carga.  Dicho acuerdo permite una libre circulación desde Panamá hasta Guatemala a través de la carretera interamericana, reservándose el cabotaje.

75. Las disposiciones sobre servicios del CAFTA-DR se basan en una lista negativa para la liberalización.  La principal exclusión horizontal en el acuerdo es para el suministro bajo el modo 4.  Guatemala también adoptó excepciones para diversos sectores (por ejemplo, para practicar como notario público un individuo debe ser de nacionalidad guatemalteca y domiciliado en Guatemala;  sólo los nacionales de Guatemala o extranjeros residentes en Guatemala pueden proporcionar servicios de guía turístico en Guatemala).  En materia de servicios se favoreció en el Acuerdo las mejoras al suministro bajo el modo 3, presencia comercial, con miras a lograr una mayor atracción de inversión extranjera directa.

ii) Telecomunicaciones

a) Características generales y compromisos multilaterales y regionales

76. Guatemala participó en el Grupo de Negociación sobre Telecomunicaciones Básicas pero, debido a las modificaciones introducidas en su Ley General de Telecomunicaciones, no pudo ratificar inmediatamente el Cuarto Protocolo anexo al AGCS.  Guatemala presentó posteriormente una Lista revisada de compromisos sobre telecomunicaciones en el marco del procedimiento de certificación de la OMC, que finalizó en 1999.
  La única limitación al acceso a los mercados que figura en esta Lista es el requisito de que el tráfico internacional sea canalizado a través de las instalaciones de una empresa con título de usufructo de frecuencia o certificado del Registro de Telecomunicaciones de la SIT.  No hay limitaciones al trato nacional.  Guatemala aceptó el documento de referencia de la OMC sobre telecomunicaciones bajo las condiciones del proceso de certificación.

77. Guatemala es miembro de la Comisión Técnica Regional de Telecomunicaciones (COMTELCA), entre Guatemala, Costa Rica, Honduras, El Salvador, Nicaragua, y Panamá, y es signatario del Tratado Centro Americano sobre Telecomunicaciones.

78. La privatización en el sector de las telecomunicaciones se llevó a cabo en el decenio de 1990.  Hasta 1997, el mercado de telefonía fija en Guatemala estuvo dominado por el operador estatal GUATEL.  Como parte del proceso de privatización de empresas públicas, los principales activos de GUATEL, pasaron en 1997 a manos de Telecomunicaciones de Guatemala (TELGUA), actualmente pertenece al operador América Móvil con sede en México.  El número de líneas fijas ha crecido sostenidamente, pasando de menos de un millón en 2001, a 1,4 millones en 2006, mientras que el número de teléfonos móviles pasó de 1 millón a 7,2 millones.  En conjunto, el número de líneas telefónicas en Guatemala se cuadruplicó durante el período bajo examen (cuadro IV.3).  Los clientes de telefonía móvil llegaron a más de 9,2 millones en junio 2007. 

Cuadro IV.3
Líneas telefónicas en Guatemala, 2001-06

	Producto
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	Cambio 2001-06 (%)

	Líneas fijas
	756.085
	845.758
	944.176
	1.132.121
	1.248.161
	1.354.926
	79,2

	  Porcentaje del total
	39,7
	34,9
	31,7
	26,3
	21,7
	15,9
	

	Líneas móviles
	1.146.423
	1.528.148
	2.034.777
	3.168.256
	4.510.067
	7.178.745
	526,2

	  Porcentaje del total
	60,3
	65,1
	68,3
	73,7
	78,3
	84,1
	

	Total
	1.902.508
	2.423.053
	2.978.917
	4.300.377
	5.758.228
	8.533.671
	348,5


Fuente:
Información de la Superintendencia de Telecomunicaciones y elaboración propia.
79. TELGUA, el mayor operador de telecomunicaciones fijas del país con más de 800.000 clientes pertenece al operador América Móvil.  Claro, que también pertenece a América Móvil, es el segundo mayor operador de telecomunicaciones fijas del país con poco más de 200.000 clientes.  A diciembre de 2007, habían tres operadores móviles activos:  Millicom Tigo (unos 4,3 millones de usuarios), América Móvil Claro (con unos 4,5 millones), y Telefónica Móviles MoviStar (unos 3 millones).  Al 31 de diciembre del 2007 había 50.990 teléfonos públicos, ofrecidos por los principales operadores.
80. El Gobierno ha hecho de la difusión de las tecnologías de la información y las telecomunicaciones a áreas rurales o con bajos niveles de servicio, una prioridad.  La estrategia apunta a fomentar que el sector privado ponga a disposición de cada municipio al menos un punto de acceso de banda ancha a Internet y a garantizar que todas las localidades rurales tengan al menos un teléfono público.  También se ha establecido un fondo, FONDETEL, financiado con recursos del Estado, con el objetivo de subvencionar el servicio telefónico en zonas rurales o urbanas de bajos ingresos.  Las partes interesadas en recibir subvenciones deben presentar a FONDETEL proyectos específicos de telefonía.  FONDETEL analiza proyectos de inversión, dando prioridad a los proyectos que se espera tengan un mayor rendimiento social.  

81. A pesar de los logros obtenidos en Guatemala con la liberalización de las telecomunicaciones, un reciente estudio de la UNCTAD señala que el objetivo de abrir el sector a la competencia "no ha sido totalmente logrado y todavía hay necesidad de una mayor competencia efectiva en el mercado local de telefonía".
  Aunque reconoce que hay mayor competencia en la telefonía móvil, el estudio argumenta que, en telefonía fija, TELGUA sigue siendo el principal operador en el sector.
82. Un reciente estudio patrocinado por la CEPAL, ha notado que la reforma del sector telecomunicaciones ha dado resultados muy buenos, llevando a Guatemala a tener los precios de larga distancia entre los más bajos del mundo, así como incrementado el nivel de competencia en varios segmentos, mejorando además la calidad y cobertura de los servicios.  El mismo estudio señala que el esquema de asignación del espectro radioeléctrico ha sido exitoso, sin embargo, expresa cierta preocupación en materia regulatoria y de promoción de la competencia, recomendando fortalecer las facultades de intervención de la Superintendencia de Telecomunicaciones (SIT) para hacer cumplir la ley, inhibir las prácticas que atentan contra la competencia e imponer sanciones.

b) Instituciones y marco regulatorio

83. La supervisión del mercado de telecomunicaciones de Guatemala es responsabilidad del Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda.  La SIT, organismo estatal con independencia funcional, fue establecida en noviembre de 1996 bajo el Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda, es el encargado de la regulación del sector y de la aplicación de la Ley General de Telecomunicaciones.  La visión de la SIT es la de consolidar un mercado de servicios de telecomunicaciones con amplia diversidad y cobertura nacional, y que estos servicios sean ofertados dentro de un marco de abierta competencia.
  Las actividades de la SIT incluyen la administración del espectro radioeléctrico y la administración del Registro de Telecomunicaciones.  La SIT es también responsable de la autorización de los sistemas de satélite e instalaciones conexas, del Plan Nacional de Numeración y del Plan Nacional de Señalización.
  El Superintendente es la máxima autoridad de la SIT y es nombrado por el Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda.

84. El sector de telecomunicaciones de Guatemala se rige por la Ley General de Telecomunicaciones (Decreto No 94-96 y sus modificaciones) de 17 de octubre de 1996, el Reglamento para la Prestación del Servicio Telefónico Internacional (Acuerdo Gubernativo No 408-99) de 25 de junio de 1999, y el Reglamento para la Explotación de Sistemas Satelitales en Guatemala (Acuerdo Gubernativo No 574-98) de 2 de septiembre de 1998.
  La Ley General de Telecomunicaciones modificó el marco legal para fomentar las inversiones privadas, la innovación y la competencia en el sector de las telecomunicaciones.  La Ley General de Telecomunicaciones permite el ingreso de competencia en la prestación de todos los servicios de telecomunicaciones.  La Ley cubre las telecomunicaciones y, en general, todos los servicios proporcionados a través del sistema radioeléctrico.  La Ley no contempla la provisión de servicio universal, sino que promueve el desarrollo de la telefonía rural de una forma voluntaria, a través del acceso de los operadores privados a los recursos del FONDETEL.

85. Las licencias para el uso de bandas de frecuencias se conceden a través de títulos de usufructo de frecuencias (TUF) por medio de subastas públicas organizadas por la SIT, que están abiertas por igual a los nacionales y a los extranjeros.  Las licencias tienen una duración de 15 años.  No existen requisitos específicos para la asignación de licencias, ya que el modelo aplicado por Guatemala al sector telecomunicaciones, el mercado decide sobre las frecuencias que requiere, no el regulador.  El interesado en solicitar una licencia evalúa qué frecuencias están ocupadas y cuáles están disponibles, y solicita aquella por la que tiene interés.  La ley establece que si hay más de un interesado, se debe realizar una subasta.  Los TUF son renovables automáticamente a los 15 años a solicitud del tenedor del título.  Según un estudio patrocinado por la CEPAL, este sistema, al crear los TUF, eliminó la discrecionalidad en la asignación de los recursos que con anterioridad existía.

86. No hay una reglamentación de las tarifas de servicios de telecomunicaciones, incluso en casos en los que no hay suficiente competencia, excepto en el caso de acceso a los recursos esenciales.  Las condiciones contractuales de la interconexión de redes comerciales de telecomunicaciones son libremente negociadas entre las partes interesadas.  La Ley no prevé el caso que las partes no lleguen a un acuerdo, excepto en el caso de los recursos esenciales.  La Ley establece que los operadores con más de 10.000 líneas de acceso deban permitir a los usuarios conectados a su red elegir los servicios de otros operadores de forma gratuita.  La Ley inicialmente no establecía el concepto de operador dominante, pero fue modificada a este respecto por el Decreto No 11-2006 de 18 de mayo de 2006, el cual contiene los cambios legales a la Ley de Telecomunicaciones y otra legislación necesarios para la implementación del CAFTA-DR.  No hay requisitos específicos en materia de propiedad o gestión nacionales en el sector de telecomunicaciones.  Las autoridades indicaron que es posible la portabilidad de los números, bajo las condiciones que establece la ley.  

87. De conformidad con el Reglamento para la Prestación del Servicio Telefónico Internacional, todos los operadores de redes de telecomunicaciones y los acuerdos de interconexión internacional deben inscribirse en el Registro de Telecomunicaciones de la SIT.  Los operadores de redes locales deben garantizar a sus usuarios el acceso a los servicios internacionales de telefonía.  El Reglamento no contiene normas que discriminen entre los operadores de redes nacionales y extranjeros.  No existe ninguna prohibición legal referente a la prestación de servicios "call back".

iii) Servicios financieros

a) Características generales y compromisos multilaterales 

Guatemala adoptó compromisos limitados en lo relativo a los servicios financieros dentro del AGCS.  Estos se refieren sólo a reaseguro de las pólizas de seguros, suministro y transferencia de información financiera, y servicios de asesoría financiera (cuadro AIV.I).  La legislación de Guatemala permite a la Superintendencia de Bancos realizar intercambio de información con otras entidades similares en el exterior para propósitos de supervisión.  En tal sentido, las autoridades indicaron que se han elaborado Memorandos de Entendimiento con entidades de supervisión de 16 países con el fin de intercambiar información en materia de supervisión.
88. Al 31 de diciembre de 2007, operaban en el sistema financiero guatemalteco sujeto a la vigilancia e inspección de la Superintendencia de Bancos 122 entidades con un total de activos de Q152.074,2 millones (19.928,4 millones de dólares EE.UU.), cifra que representa alrededor del 59,3 por ciento del PIB (cuadro IV.4).  A diciembre de 2007 los bancos poseían el 77,9 por ciento de los activos, las sociedades financieras el 3,3 por ciento y las entidades offshore, el 13,0 por ciento.
La SIB no regula las casas de bolsas, ciertas casas de tarjetas de crédito, ni las cooperativas.  En estas cifras no se incluye al Banco de Guatemala.  Por otra parte, tres bancos y dos sociedades financieras tenían suspendidas sus operaciones a esa fecha, encontrándose pendiente de resolver actuaciones judiciales relacionadas con dichas suspensiones.

89. Las leyes de Guatemala diferencian entre varios tipos de instituciones financieras, todas ellas supervisadas por la Superintendencia de Bancos (SIB).  Los bancos están autorizados para realizar intermediación financiera bancaria, consistente en la realización habitual, en forma pública o privada, de actividades que consistan en la captación de dinero, o cualquier instrumento representativo del mismo, del público, tales como la recepción de depósitos, colocación de bonos, títulos u otras obligaciones, destinándolo al financiamiento de cualquier naturaleza.  Otros tipos de instituciones incluyen:  a) las sociedades financieras;  b) los almacenes generales de depósito, que son empresas privadas que tienen el carácter de instituciones auxiliares de crédito, constituidas en forma de sociedad anónima guatemalteca, cuyo objeto es el depósito, la conservación y custodia, el manejo y la distribución, la compra y venta por cuenta ajena de mercancías o productos de origen nacional o extranjero y la emisión de los títulos (valor o títulos de crédito) que amparan el valor de la mercadería depositada y el crédito otorgado por una entidad o persona con garantía de dicha mercadería;  y c) las compañías de seguros.
Cuadro IV.4

Composición del sistema financiero al 31 de diciembre de 2007

	
	Número de empresas
	En millones de quetzales
	Activos 
como porcentaje de activos totales
	Como porcentaje del PIB nominal (2007)

	Bancos
	21
	118.392,5
	77,9
	46,2

	Entidades fuera de plaza (Offshore)
	10
	19.831,5
	13,0
	7,7

	Sociedades financieras
	16
	4.951,3
	3,3
	1,9

	Compañías aseguradoras
	17
	3.593,8
	2,4
	1,4

	Compañías afianzadoras
	11
	471,8
	0,3
	0,2

	Almacenes generales de depósito
	15
	194,4
	0,1
	0,1

	Casas de bolsa
	14
	64,6
	0,0
	0,0

	Casas de cambio
	1
	8,9
	0,0
	0,0

	Otrasa
	17
	4.565,4
	3,0
	1,8

	Total
	122
	152.074,2
	100,0
	59,3


a
Incluye nueve empresas de tarjetas de crédito, cuatro de arrendamiento financiero y factoraje, una empresa remesadora, el Instituto de Fomento de Hipotecas Aseguradas, el Departamento de Monte de Piedad de El Crédito Hipotecario Nacional de Guatemala, e Interconsumo S.A.

Fuente:
Superintendencia de Bancos.  El número de bancos se redujo a 20 a principios de 2008 con la fusión por absorción de dos instituciones (http://www.sib.gob.gt/es/Entidades-Supervisadas/Informes/JM_12-2007.pdf).

90. En virtud del Decreto No 26-95 o Ley del Impuesto sobre Productos Financieros se aplica un impuesto del 10 por ciento que grava los ingresos por intereses de cualquier naturaleza, incluyendo los provenientes de títulos-valores, públicos o privados, que se pagan o acreditan en cuenta a personas individuales o jurídicas, domiciliadas en Guatemala, no sujetas a la fiscalización de la Superintendencias de Bancos.

b) Bancos y otras instituciones financieras, excepto seguros

Características generales

91. A principios de 2008, había 20 bancos operando en Guatemala.  De estos 19 eran nacionales y uno extranjero (CitiBank).  El sistema bancario guatemalteco estaba atravesando por un período de redimensionamiento y consolidación en 2008.  En 2006 había 23 bancos que operaban en el país;  en 2008 el número se redujo a 20 como resultado de dos cierres y una fusión.  El sector financiero guatemalteco está dominado por 11 grupos financieros.  Los cinco bancos más grandes representaban el 51,8 por ciento de la posición patrimonial total de los bancos a finales de 2007.  Del total de depósitos en los establecimientos de crédito incluyendo las entidades offshore o fuera de plaza, el 27,7 por ciento está expresado en dólares EE.UU.

92. Los bancos han venido adoptando medidas para hacer los servicios bancarios más accesibles al público, como por ejemplo, a través de un número mayor de agencias.  El número total de agencias operadas por todos los bancos del sistema en 2007 fue de 2.245, un aumento significativo si se compara con las 942 agencias existentes en 2002.  El número de agencias por cada 1.000 habitantes pasó de 0,07 a 0,18 durante 2002-07.  Por otra parte, el sistema bancario guatemalteco juega un papel importante como un corredor para las remesas de los trabajadores principalmente desde los Estados Unidos, y esas remesas son a su vez una fuente potencial de crecimiento para el sistema bancario.  Un estudio del Banco Mundial revela que la mayoría de las transferencias de remesas de los trabajadores de los Estados Unidos a Guatemala se distribuyen en Guatemala a través del sistema bancario.

93. El margen medio entre las tasas de interés activas y pasivas ha ido disminuyendo con el tiempo, pero se mantiene aún relativamente elevado.  Este margen fue del 13,3 por ciento en 1995, se redujo al 10,7 por ciento en 2000, al 9,6 por ciento en 2004, y al 8,25 por ciento en mayo de 2008.
  

94. El sistema bancario experimentó serios problemas durante 2006-07.  En octubre de 2006 las operaciones del que entonces era el cuarto banco más grande del país (Banco del Café, S.A.) fueron suspendidas debido a la falta de cumplimiento con las normas prudenciales, y relacionadas con las dificultades experimentadas por su banco offshore.  A continuación, se estableció una Junta de Exclusión de Activos y Pasivos del Banco del Café, S.A. nombrada para el efecto, la cual trasladó la totalidad de los depósitos a tres bancos del país para que atendieran a los cuenta habientes, y constituyó un fideicomiso en una financiera por el total de los activos del indicado banco para que los deudores atendieran sus obligaciones.  En enero de 2007, la Junta Monetaria suspendió al Banco de Comercio, S.A., debido a problemas de liquidez derivados de la alta concesión de créditos que realizó en los meses de noviembre y diciembre de 2006.  A raíz de esto, se estableció una Junta de Exclusión de Activos y Pasivos del Banco de Comercio, S.A., para el efecto, la cual trasladó la totalidad de los depósitos a otro banco, y constituyó un fideicomiso en una financiera por los activos del Banco de Comercio.  Las autoridades consideran que estas decisiones tomadas por la Junta Monetaria protegieron al sistema financiero de una corrida de depósitos y por ende salvaguardaron el sistema de pagos.  Sin embargo, estos problemas pusieron en evidencia algunas importantes vulnerabilidades en el sector, como la falta de información adecuada.  Con el objeto de hacer frente a estas vulnerabilidades y fortalecer la supervisión, la SIB creó la Unidad Especial de Investigación para investigar prácticas bancarias fraudulentas, actividades de intermediación financiera que estén realizando entidades no autorizadas, como las detectadas en el caso de una entidad relacionada con el Banco de Comercio, S.A. y otras actividades ilegales.  
95. De acuerdo con el Banco Mundial y el FMI subsiste la necesidad de fortalecer la supervisión consolidada en Guatemala, así como de poner en marcha una mejor gestión de los riesgos de las instituciones financieras.  El Banco Mundial está instando a que se aprueben e implementen los anteproyectos de ley sobre catastro y registro de propiedades y transacciones avaladas y se tomen medidas para mejorar la transparencia del sector financiero.  El Banco Mundial también ha invitado a la SIB a establecer salvaguardias adicionales mientras continúe el proceso de racionalización del sector bancario, y a que se impulse una mejora de los sistemas internos de bancos y compañías financieras.
  

96. Un estudio del FMI encontró que aunque hay pocas barreras formales, las deficiencias en la reglamentación y las normas de competencia y en los sistemas judiciales todavía restringen la participación de instituciones extranjeras en los sistemas financieros en Centroamérica, incluyendo Guatemala.  Los autores del estudio encontraron que una mayor presencia de tales instituciones podría apoyar la liberalización del comercio y de las inversiones, pero que esto requeriría ajustes a la supervisión prudencial a nivel nacional y una mayor cooperación entre los miembros del CAFTA.  Entre las barreras que el informe identificó en Guatemala figuran la exigencia de que el 90 por ciento de los trabajadores de una empresa financiera deban ser locales, y que el 85 por ciento de la masa salarial deba ser pagado a guatemaltecos.
  Las autoridades indicaron que esta es una medida horizontal aplicable a todo tipo de empresa, y sólo para trabajadores operativos, sin incluir a altos cargos ejecutivos y juntas directivas.  

Marco Normativo

97. El sector bancario está supervisado por la Superintendencia de Bancos (SIB).  La SIB es un organismo de supervisión técnico que actúa bajo la dirección general de la Junta Monetaria, la principal autoridad guatemalteca en materia de política monetaria, y ejerce la vigilancia e inspección sobre el Banco de Guatemala, así como sobre los bancos, sociedades financieras, instituciones de crédito, entidades afianzadoras, de seguros, almacenes generales de depósito, casas de cambio, grupos financieros y empresas controladoras de grupos financieros, según lo dispuesto por el Artículo 1 de la Ley de Supervisión Financiera (Decreto No 18-2002).  La SIB goza de independencia funcional para el cumplimiento de sus fines.

98. La SIB tiene como misión promover la estabilidad y confianza en el sistema financiero supervisado.  Las autoridades indicaron que su visión es ser una institución de reconocida credibilidad, que realiza una supervisión efectiva de las personas jurídicas sujetas a su vigilancia e inspección, orientada al cumplimiento de estándares internacionales, y que sirva a la sociedad con responsabilidad y transparencia y con capacidad de respuesta oportuna.  

99. Entre las funciones del Banco de Guatemala están el procurar que se mantenga un nivel adecuado de liquidez del sistema bancario, mediante la utilización de los instrumentos previstos en su Ley Orgánica; procurar el buen funcionamiento del sistema de pagos; y recibir en depósito los encajes bancarios y los depósitos legales a que se refiere su Ley Orgánica.

100. Desde su anterior examen de políticas comerciales, Guatemala ha robustecido el marco legal e institucional de su sistema financiero, con cinco nuevas leyes:  la Ley Contra El Lavado de Dinero u Otros Activos (Decreto No 67-2001), la Ley Orgánica del Banco de Guatemala (Decreto No 16-2002), la Ley Monetaria (Decreto No 17-2002), la Ley de Supervisión Financiera (Decreto No 18-2002), y la Ley de Bancos y Grupos Financieros (Decreto No 19-2002).  Estas leyes han permitido a las autoridades empezar a registrar y supervisar a los bancos offshore y hacer esfuerzos para iniciar la supervisión consolidada de conglomerados financieros.  Las autoridades también han reforzado la supervisión de los sistemas de pago.  Otras leyes del sector incluyen:  la Ley Para Prevenir y Reprimir el Financiamiento del Terrorismo (Decreto No 58-2005), la Ley de Libre Negociación de Divisas (Decreto No 94-2000), la Ley del Mercado de Valores y Mercancías (Decreto No 34-96), la Ley de Especies Monetarias (Decreto No 136-96), la Ley General de Cooperativas (Decreto No 82-78), y la Ley de Sociedades Financieras Privadas (Decreto No 208).  Además de esta legislación, el sector bancario de Guatemala se rige por las resoluciones  que emite la Junta Monetaria.  

101. La Ley de Bancos y Grupos Financieros (Decreto No 19-2002) contiene el marco jurídico que regula lo relativo a la creación, organización, fusión, actividades, operaciones de funcionamiento, suspensión de operaciones y liquidación de bancos y grupos financieros, así como el establecimiento y clausura de sucursales, subsidiarias y de oficinas de representación de bancos extranjeros.  La Ley Monetaria garantiza la libre movilidad de capitales y la libre convertibilidad externa de la moneda nacional.  La Ley de Supervisión Financiera dota al ente supervisor para ejercer la supervisión consolidada, que abarca todas las empresas de un grupo financiero, con el propósito de que los riesgos que éstas asuman y que puedan afectar al banco de dicho grupo, sean evaluados y controlados adecuadamente.  Además, otorga al ente supervisor facultades sancionatorias.  La Ley de Libre Negociación de Divisas, en vigor desde 2001, permite a los establecimientos de crédito poseer y operar en cualquier divisa.  

102. La Ley de Bancos y Grupos Financieros dispone que las personas que adquieran directa o indirectamente una participación igual o mayor al 5 por ciento del capital pagado de un banco, deban contar con la autorización de la SIB.  La Ley dispone que los bancos tengan libertad para pactar con los usuarios las tasas de interés, comisiones y demás cargos que apliquen en sus operaciones y servicios.  La Ley de Bancos regula las concentraciones de inversiones de parte de los bancos.  En este sentido, la Ley dispone que los bancos y las sociedades financieras, con excepción de las operaciones financieras con el Banco de Guatemala y con el Ministerio de Finanzas Públicas, no puedan efectuar operaciones que impliquen financiamiento directo e indirecto que en conjunto excedan el 15 por ciento del patrimonio computable a una sola persona individual o jurídica, de carácter privado, o a una sola empresa o entidad del Estado o autónoma, o del 30 por ciento en el caso de dos o más personas relacionadas entre sí o vinculadas que formen parte de una unidad de riesgo.  Los bancos no están obligados a dedicar parte de sus recursos a actividades específicas.  De conformidad con la Ley de Libre Negociación de Divisas, la disposición, tenencia, contratación, remesa, transferencia, compra, venta, cobro y pago de y con divisas es libre, y las persona individual o jurídica, nacional o extranjera pueden constituir depósitos u obtener préstamos de entidades bancarias domiciliadas en el exterior, ya sea directamente en el exterior, o en Guatemala a través de oficinas de representación registradas en el país.
103. La Ley de Bancos también contiene disposiciones para regular a las grupos financieros, entendidos como la agrupación de dos o más personas jurídicas que realizan actividades de naturaleza financiera, de las cuales una de ellas es banco.  La Ley estipula que los grupos financieros se deben organizar bajo el control común de una empresa controladora constituida en Guatemala específicamente para ese propósito, o de una empresa responsable del grupo financiero, la cual será el banco.
104. Es necesaria una autorización de la Junta Monetaria para la constitución de un banco en Guatemala, para lo cual se requiere un dictamen previo de la SIB.  Los bancos privados deben constituirse en forma de sociedades anónimas.  Los bancos extranjeros pueden establecer sucursales, subsidiarias o registrar oficinas de representación únicamente para la promoción de negocios y el otorgamiento de financiamiento en el territorio de Guatemala.  No es necesario que las sucursales de bancos extranjeros sean administradas por un consejo de administración, como es requisito para los bancos nacionales, pero deben tener uno o más administradores domiciliados en el país.  Las sucursales de bancos extranjeros son entidades que no poseen personalidad jurídica independiente del banco matriz del cual forman parte integrante y que operan en otro país.  Los bancos extranjeros también pueden establecerse en Guatemala constituyendo subsidiarias, entidades legales con personalidad jurídica propia e independiente del banco matriz, y para tal efecto deben cumplir con los requisitos, trámites y procedimientos establecidos en la Ley para la constitución de un banco privado guatemalteco.  
105. El Reglamento para la Constitución de Bancos Privados Nacionales y el Establecimiento de Sucursales de Bancos Extranjeros, Resolución JM-78-2003 reglamenta los plazos para la constitución de bancos y sucursales de bancos extranjeros, estableciendo que, una vez recibida a satisfacción la solicitud y documentación respectiva se ordene la publicación de la solicitud en un período de 15 días y si no se presentan objeciones la SIB emita su dictamen en un plazo de seis meses y lo eleve a la Junta Monetaria quien resolverá dentro de los 30 días siguientes.
  El banco dispone luego de seis meses para iniciar operaciones, plazo que puede prorrogarse a su solicitud por un período igual.  Para la evaluación de la solicitud, en el caso de las sucursales de bancos extranjeros, la Ley dispone que se considere, entre otros aspectos:  que en el país del banco matriz exista supervisión de acuerdo con estándares internacionales;  que el supervisor del banco matriz otorgue su consentimiento para el establecimiento en el país de la sucursal que corresponda;  y que pueda efectuarse intercambio de información institucional entre los supervisores de ambos países.  
106. La sucursal de banco extranjero autorizada para operar en Guatemala puede realizar todas las operaciones y servicios que están autorizadas en la Ley de Bancos y Grupos Financieros, y el capital pagado de la sucursal por parte de la matriz deberá ingresar, radicar y mantenerse efectivamente en el país.  La apertura, traslado, clausura de sucursales o agencias de bancos nacionales, así como agencias de sucursales de bancos extranjeros ya establecidos en Guatemala, puede realizarse sin más trámite que dar aviso por escrito a la SIB por lo menos con un mes de anticipación.
107. Los bancos extranjeros establecidos en Guatemala ya sea con una sucursal o subsidiaria, al igual que los bancos de capital nacional, están facultados para invertir en acciones de empresas que realizan operaciones de naturaleza financiera si reciben la aprobación de la Junta Monetaria, previo dictamen de la SIB.  El monto de la inversión dependerá de la posición patrimonial del banco.  El mismo procedimiento se le aplica a los bancos privados nacionales para sus inversiones en empresas que realizan operaciones de naturaleza financiera.  A las instituciones bancarias les está prohibido invertir, ya sea en forma directa o indirecta, en empresas que se dediquen a actividades comerciales, industriales, agrícolas, mineras u otras que no sean compatibles con su naturaleza bancaria.
108. La Ley de Bancos y Grupos Financieros establece un coeficiente mínimo de suficiencia de capital del 10 por ciento, ponderando los activos de acuerdo a su riesgo.  Durante el período bajo examen, el coeficiente se ha mantenido sobre el 10 por ciento requerido y por consiguiente sobre el estándar internacional del 8 por ciento, alcanzando el 13,2 por ciento a diciembre de 2007.  

109. La Ley de Bancos estableció también, en 2002, el Fondo para la Protección del Ahorro, con el objeto de garantizar al depositante en el sistema bancario la recuperación de sus depósitos.  El Fondo cubre hasta un monto de Q20.000 (unos 2.560 dólares EE.UU.) o su equivalente en moneda extranjera, por persona individual o jurídica que tenga depósitos constituidos en un banco privado nacional o sucursal de banco extranjero.  El Fondo se financia principalmente a través de los aportes obligatorios de los bancos nacionales y sucursales de bancos extranjeros.  Los recursos del Fondo para la Protección del Ahorro están administrados por el Banco de Guatemala.

110. Un nuevo manual sobre supervisión basada en riesgos y supervisión consolidada fue implementado en 2008.  Las autoridades indicaron que la SIB cuenta ahora con normativa que le permite revisar los documentos de trabajo de los auditores externos.
  La SIB requiere ahora que los bancos reporten sobre la situación financiera de sus principales deudores;  esta información está contenida en el Sistema de Información de Crédito y está siendo utilizada por la SIB para fortalecer sus funciones de supervisión.  Adicionalmente, la SIB está  diseñando instrumentos especializados de control para modelar los efectos de los riesgos de concentración sobre el capital de las empresas del sector.  La SIB también está trabajando en la emisión de normas para incrementar los poderes de supervisión.  

111. Las entidades fuera de plaza (offshore) están reguladas por el Título XV de la Ley de Bancos y Grupos Financieros y el Reglamento para la Autorización de Funcionamiento de las Entidades Fuera de Plaza (offshore) (Resolución JM-285-2002).  La Ley las define como aquellas entidades dedicadas principalmente a la intermediación financiera, constituidas o registradas bajo leyes de un país extranjero, que realizan sus actividades principalmente fuera de dicho país.  Para operar en Guatemala, las entidades fuera de plaza o entidades offshore deberán obtener la autorización de funcionamiento de la Junta Monetaria, previo dictamen de la SIB, y declarar que forman parte de un grupo financiero de Guatemala.  Las entidades offshore quedan sujetas a la supervisión consolidada de la SIB y a la normativa contra el lavado de dinero u otros activos, y deben aceptar esto incondicional e irrevocablemente en forma escrita.  

112. Las entidades fuera de plaza están obligadas a presentar toda la información periódica u ocasional que les sea requerida por la SIB y por el Banco de Guatemala, y deben acreditar ante la SIB, que autorizan a las autoridades supervisoras de su país de origen para realizar intercambio de información referente a ella.  Las entidades offshore deben demostrar que las autoridades supervisoras bancarias de su país de origen aplican estándares prudenciales internacionales, al menos tan exigentes como los vigentes en Guatemala, relativos, entre otros, a requerimientos mínimos patrimoniales y de liquidez.  De no ser así, quedan sujetas a las normas prudenciales y de liquidez que fije la Junta Monetaria, a propuesta de la SIB para estas entidades, y que serán las mismas o equivalentes, de las aplicadas a los bancos domiciliados en Guatemala.  Para el efecto, en 2007, se emitieron el Reglamento de Reserva de Liquidez para Entidades Fuera de Plaza o Entidades Offshore y el Reglamento sobre Adecuación de Capital para Entidades Fuera de Plaza o Entidades Offshore, Casas de Bolsa, Empresas Especializadas en Servicios Financieros, Almacenes Generales de Depósito y Casas de Cambio, que formen parte de un grupo financiero, aprobados en Resoluciones JM-85-2007 y JM-200-2007 de la Junta Monetaria, respectivamente.  Las empresas controladoras o responsables del grupo financiero del que forma parte la empresa offshore, debe comprometerse por escrito a cubrir las deficiencias patrimoniales de sus entidades fuera de plaza.  Los depósitos captados por las entidades fuera de plaza no están cubiertos por el Fondo para la Protección del Ahorro.

c) Seguros

113. A mayo de 2008, había 17 empresas de seguros y 11 empresas de fianzas en Guatemala;  entre ellas, una empresa de seguros y una de fianzas son de capital estatal.  Al 31 de diciembre de 2007, 13 aseguradoras realizaban operaciones de reaseguro tomado y siete afianzadoras operaciones de reafianzamiento tomado.  A esta fecha, el total de activos de las empresas de seguros de Guatemala llegaba a Q3.600 millones (472 millones de dólares EE.UU.), representando el 2,4 por ciento de los activos del sistema financiero sujeto a supervisión, mientras que el de las empresas de fianzas era ligeramente superior a Q470 millones (62 millones de dólares EE.UU.), representando el 0,3 por ciento.  Estos bajos porcentajes son atribuibles, en parte, a que el sistema de pensiones forma parte del sector público.  El monto de las primas netas totales al 31 de diciembre de 2007, fue de Q3,100 millones (406 millones dólares EE.UU.);  de este total Q1.900 millones (249 millones de dólares EE.UU.) correspondieron a seguros de daños, Q541 millones (71 millones de dólares EE.UU.) a seguros de vida, y Q648 millones (85 millones de dólares EE.UU.) a seguros de accidentes y enfermedades.
  Las primas de reaseguro cedido totalizaron Q940 millones (123 millones de dólares EE.UU.) y las primas netas de retención totales Q2.140 millones (280 millones de dólares EE.UU.).

114. El mercado de seguros guatemalteco está regulado por el Ministerio de Economía,  la Junta Monetaria y la SIB, con arreglo a la Ley de Seguros (Decreto Ley No 473) de 4 de mayo de 1966, y su Reglamento, que constituyen la principal legislación que gobierna el subsector.  Las empresas interesadas en operar como aseguradoras, deben presentar una solicitud a la SIB, la cual examina la misma, verifica el cumplimiento de los demás requisitos que establece la ley y su reglamento y comunica los resultados de su examen al Ministerio de Economía, el cual deberá aprobar el proyecto de establecimiento de la nueva empresa.  Una vez obtenida esta aprobación, y previa verificación por la SIB del cumplimiento de los requisitos legales aplicables, la empresa de seguros puede inscribirse en el Registro de Empresas de Seguros e iniciar sus operaciones.  El capital mínimo requerido para operar seguros de vida o de daños es de Q3 millones para cada ramo, de Q6 millones si se operan los dos ramos y Q2 millones para otros tipos de seguros y para las empresas de fianzas.  Las empresas de seguros, además, deben aportar y mantener durante los cinco primeros años de su funcionamiento, un capital complementario equivalente al 25 por ciento del capital mínimo requerido para los ramos de seguros en que va a operar.  Adicionalmente, se requiere la aprobación para cada póliza de seguros y sus tarifas por parte de la SIB, la cual además otorga las licencias a los  agentes que colocan seguros y fianzas.
115. Las compañías de seguros, cualquiera que sea el origen de su capital, sólo pueden constituirse y organizarse como sociedades anónimas en Guatemala y tener como objeto exclusivo el funcionamiento como empresa de seguros, de reaseguros o de ambas actividades, pudiendo operar todos los ramos de seguros en la medida que se aporte el capital mínimo requerido para cada uno de ellos.  Por otra parte, de acuerdo con la Ley de Bancos y Grupos Financieros, pueden formar parte de un grupo financiero liderado por una empresa controladora o un banco como empresa responsable.  

116. Los aseguradores extranjeros pueden constituir una empresa de seguros en Guatemala de conformidad con lo dispuesto en la Ley sobre Seguros y pueden vender todo tipo de seguros, cumpliendo los requisitos antes indicados y dicha disposición no establece un plazo máximo para obtener la autorización de operación como empresa de seguros.  Asimismo, la Ley de Seguros prohíbe el establecimiento de agencias o sucursales de empresas aseguradoras extranjeras para promover actividades relacionadas con seguros en general.  Sin embargo, en septiembre de 2008 se encontraba en el Congreso de la República para su aprobación la Ley de la Actividad Aseguradora, que actualiza la normativa a estándares internacionales, incluyendo la autorización de establecimiento de sucursales de empresas extranjeras y fortalece las facultades del ente supervisor. 

117. La Ley de Seguros establece que los seguros siguientes deben ser contratados únicamente con empresas autorizadas para operar en el país:  seguros de personas, cuando el asegurado se encuentre en el país al celebrarse el contrato;  los seguros sobre bienes que se transporten de territorio guatemalteco a territorio extranjero, cuando las primas se paguen por cuenta de personas domiciliadas en Guatemala;  y los seguros de cascos de naves o aeronaves y de cualquier clase de vehículos que sean de matrícula guatemalteca y otros seguros de daños contra riesgos que amenacen bienes situados en territorio guatemalteco, salvo lo dispuesto en convenios y tratados internacionales de los cuales Guatemala sea parte, específicamente para el suministro o comercio transfronterizo de los servicios de seguros contra riesgos de embarque marítimo, aviación comercial, lanzamiento espacial, mercancías en tránsito internacional, y reaseguro y retrocesión.  La Ley de Seguros establece también que si las empresas aseguradoras autorizadas para operar en el país no pudieren asumir un riesgo, el interesado podrá solicitar a la SIB la autorización para contratar dicho seguro con una empresa aseguradora no autorizada.  La SIB dará inmediatamente audiencia a las empresas aseguradoras autorizadas, por el término de un día hábil común a todas, y con su contestación o sin ella resolverá sin más trámite el día siguiente de vencido el término.  Por otra parte, las aseguradoras y afianzadoras nacionales pueden suscribir contratos de reaseguro y reafianzamiento con empresas extranjeras, si dichas empresas están registradas en la SIB.
iv) Transporte

118. Guatemala asumió compromisos bajo el AGCS en transporte aéreo, específicamente en servicios de reparación y mantenimiento, venta o comercialización de servicios de transporte, y servicios de reserva informatizados.
119. El sector del transporte está normado por el Artículo 131 de la Constitución, la Ley de Transportes (Decreto Nº 253 de 3 de julio de 1946) y la Ley de Aviación Civil (Decreto No 93-2000 de 18 de diciembre de 2000).  El Artículo 131 de la Constitución establece que para la instalación y explotación de cualquier servicio de transporte nacional o internacional es necesaria la autorización gubernamental y que las terminales terrestres, aeropuertos y puertos marítimos se consideran bienes de uso público común.

120. Se están realizando esfuerzos para establecer asociaciones con el sector privado, para, entre otras cosas, fomentar el transporte, como por ejemplo a través del Programa Nacional de Competitividad.
  Este programa ha desarrollado un Plan Multimodal de Transporte que propone cuatro áreas de acción: sistema vial, aeroportuario, portuario y de transporte público, consistente en implementar un transporte multimodal en el que se integra la red vial de áreas rurales.  Para dar continuidad y seguimiento al Plan se planteó la creación de una Comisión Nacional de Infraestructura, integrada por los usuarios, y los sectores público y privado, que analizará las obras de infraestructura prioritarias que deben estar construidas en un plazo de 10 años.  Las autoridades indicaron que la Comisión no se ha constituido, y que un nuevo proyecto de Ley sobre infraestructura (Ley de Alianza para el Desarrollo), se encontraba ante el Congreso de la República en agosto de 2008.

a)
Transporte aéreo y aeropuertos

121. Guatemala tiene 10 aeródromos principales;  los aeropuertos estatales de La Aurora (Ciudad de Guatemala), que movilizó más de 2,2 millones de pasajeros en 2007 y 102.000 vuelos y de Santa Elena/Tikal (Departamento de Petén) (157.000 pasajeros en 2007), son los más importantes.  Aunque en la práctica todos los aeropuertos principales son de propiedad del Estado, no existen restricciones legales para la propiedad privada.  La administración y operación de los aeropuertos está también en manos del Estado.  El funcionamiento de todo aeródromo debe ser autorizado por la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC).  El mantenimiento de las aeronaves de matrícula guatemalteca puede llevarse a cabo en un taller ubicado en el extranjero.  De conformidad con la Ley de Inversión Extranjera, se permite la participación privada y extranjera en operaciones de aeronavegación y no se impone limitaciones al número de proveedores de sistemas informatizados de reserva, o al número de agencias de viajes a las que pueden prestar servicios los proveedores de estos sistemas.  Los proveedores de sistemas informatizados de reserva no necesitan establecerse en Guatemala para ofrecer sus servicios.

122. Las autoridades consideran que la mejora y modernización de los aeropuertos y aeródromos que constituyen el Sistema Aeroportuario Nacional es clave para impulsar el turismo nacional e internacional, facilitar el comercio internacional y reducir las tarifas aéreas.  En este sentido, en abril de 2005, Guatemala inicio formalmente el proceso de modernización integral de su Sistema Aeroportuario, enfocado principalmente a una mejora sustancial en infraestructura y seguridad operacional.  El principal proyecto es la ampliación, remodelación y modernización del Aeropuerto Internacional La Aurora, a través del Plan Nueva Aurora.
  En junio de 2007 el aeropuerto recibió la certificación final de categoría 1 con arreglo a la clasificación Internacional de Evaluación de Seguridad Aérea.  

123. La Ley de Aviación Civil (Decreto No 93-2000) de 18 de diciembre de 2000 y su Reglamento, contenido en el Acuerdo Gubernativo No 384-2001 regulan el transporte aéreo en Guatemala.
  La Ley de Aviación Civil establece que la DGAC, dependencia del Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda, es el órgano encargado de la reglamentación de la aviación civil y de sus servicios de apoyo, así como de los aeropuertos y de los servicios conexos.  

124. Para prestar servicios de transporte aéreo comercial, de pasajeros, carga y/o correo, o servicios combinados se requiere la autorización escrita de la DGCA, la cual mantiene un Registro Aeronáutico Nacional.  Se considera de nacionalidad guatemalteca toda aeronave inscrita en este Registro.  Las aeronaves con matrícula de otro país pueden adquirir matrícula guatemalteca.  Una empresa guatemalteca puede adquirir en arrendamiento para uso dentro y fuera del país, aeronaves propiedad de empresas extranjeras e inscribirlas en el Registro Aeronáutico Nacional por el plazo que dure el arrendamiento, adquiriendo matrícula guatemalteca provisional, sin tener que cancelar los impuestos de importación.  Ni el Estado ni las empresas de propiedad estatal prestan servicios relacionados con el transporte aéreo distintos de la operación de aeropuertos.  
125. La Ley de Aviación Civil no establece prescripciones en materia de propiedad o gerencia de las empresas de transporte aéreo internacional;  las compañías extranjeras deben, sin embargo, designar un representante legal domiciliado en Guatemala.  

126. La Ley de Aviación Civil contiene limitaciones temporales respecto a la participación del capital extranjero en la provisión de servicios de transporte aéreo interno, estableciendo que hasta enero de 2004 el 51 por ciento del capital social de la empresa, por lo menos, debía ser de propiedad guatemalteca.  Desde esa fecha, las empresas que prestan servicios de transporte aéreo nacional pueden ser de propiedad totalmente extranjera.  Adicionalmente, las empresas de cabotaje deben tener su domicilio principal en Guatemala, y al menos la mitad más uno de sus directores, y administradores debe ser de nacionalidad guatemalteca o residir permanentemente en Guatemala.  La Ley dispone, además, que en las operaciones comerciales que realicen las líneas aéreas nacionales, el personal que desempeña funciones aeronáuticas a bordo debe ser guatemalteco.  Por razones técnicas, la DGAC puede autorizar personal extranjero por un lapso no mayor a tres meses, prorrogables por inexistencia comprobada de personal capacitado en Guatemala.  

127. La fijación de las tarifas y fletes para los servicios de transporte aéreo interno es efectuada libremente por las compañías, de acuerdo a las condiciones del mercado y según los criterios de la oferta y la demanda de los servicios.  Las tarifas internacionales se fijan de acuerdo a lo estipulado en los acuerdos internacionales de los que Guatemala es parte.  Excepcionalmente y por razones de interés nacional o de necesidad pública, la DGAC puede fijar las tarifas mínimas y máximas, para el transporte aéreo nacional o internacional.  

128. A agosto de 2008, la DGAC había finalizado tres proyectos de ley para facilitar la futura participación privada en infraestructura.  Estos incluyen una nueva ley para la creación de una autoridad aeroportuaria autónoma, otro para la creación de un estado de propiedad de compañía operadora del aeropuerto, y una versión revisada del Código de Aviación Civil para dar cabida a las nuevas leyes.  A esa fecha, estas leyes estaban siendo examinadas por una comisión parlamentaria sobre el transporte.
129. Guatemala otorga a todos los países, con respecto a los servicios aéreos comerciales internacionales, regulares y no regulares, la tercera, cuarta y quinta libertades del aire, de acuerdo a lo preceptuado en el Convenio de Chicago de 1944.  Guatemala ha suscrito acuerdos bilaterales sobre servicios de transporte aéreo con nueve países (Alemania, Bélgica, Chile, Ecuador, España, Francia, México, Países Bajos y Suiza).  Asimismo, ha negociado acuerdos de cielos abiertos con los Estados Unidos (1997), con Panamá (1998) y el Taipei Chino.  Todos los acuerdos listados están en vigor.  En ausencia de un acuerdo, está sujeta la prestación de servicios de transporte aéreo internacional al principio de reciprocidad y aplica el principio de reciprocidad a través de la política de Cielos Abiertos de Guatemala.  Hay ciertas conexiones aéreas que no están cubiertas por un acuerdo bilateral, pero en estos casos se aplica el principio de reciprocidad. 

b) Transporte marítimo y puertos

130. Guatemala cuenta con cuatro puertos certificados, que constituyen el Sistema Portuario Nacional (SPN), junto con las terminales especializadas, toda instalación donde se lleve a cabo una interfaz buque-puerto, y los prestatarios de servicios marítimos portuarios.  Los principales puertos son Puerto Santo Tomás de Castilla y Puerto Barrios en la costa del Atlántico, y Puerto Quetzal y Puerto San José en el lado del Pacífico.  Se estima que un 78,7 por ciento del comercio internacional de Guatemala se realiza a través de sus puertos marítimos.
 
131. Todos los puertos en Guatemala son propiedad del Estado.  El Puerto Barrios, dado en concesión en 1990 por 25 años, es el único bajo administración privada.  Los dos otros puertos principales están administrados por instituciones estatales.  En Puerto Quetzal, algunos servicios (en particular los de estiba) están en concesión.  Durante 2006, Puerto Quetzal, operado por la Empresa Portuaria Quetzal, movilizó un total de 7,1 millones de toneladas métricas, un ligero incremento con respecto del año anterior;  se atendieron 1.200 buques.  La participación del sector privado es mínima en Santo Tomás, el cual es operado por la Empresa Portuaria Nacional Santo Tomás de Castilla (Empornac).  En 2006, el puerto de Santo Tomás movilizó un total de 4,6 millones de toneladas métricas, un aumento del 7 por ciento con respecto a 2005;  un 43 por ciento de la carga fue transportada en contenedores seguido por un 32 por ciento en graneles líquidos.  Se atendieron 1.435 buques.  Se encuentra en realización una nueva terminal de contenedores, proyecto mixto entre el sector público y el privado, y se está estableciendo un nuevo muelle para cruceros.

132. Guatemala no cuenta con una flota mercante nacional, ni con empresas que proporcionan servicios de transporte marítimo bajo banderas extranjeras.  Las autoridades indicaron que un proyecto de ley actualmente examinado por el Congreso contempla la posibilidad de establecer una flota mercante nacional, pero que no hay aún planes concretos al respecto.  Los buques extranjeros están autorizados en la práctica a prestar servicios de cabotaje nacional;  la legislación nacional de Guatemala no contiene ni prohibiciones ni autorizaciones explícitas al respecto.  No se aplican restricciones a los extranjeros en la operación de los puertos o la prestación de servicios portuarios auxiliares, tales como el practicaje, remolque, de manipulación y almacenamiento.  La Marina mantiene un registro de naves mercantes.
133. Los aspectos comerciales del transporte marítimo se regulan por el Libro III del Código de Comercio.  Guatemala no cuenta con una ley específica sobre el transporte marítimo ni existen reglamentos específicos al respecto en la Ley de Transportes.  Sin embargo, existe legislación que toca diversos aspectos del transporte marítimo, en particular en lo relativo a puertos, tales como el Artículo 131 de la Constitución y el Decreto No 114-97 relativo a la protección al consumidor, el fomento a la competencia y la represión legal de competencia desleal.  

134. Las directrices de política y objetivos estratégicos para los servicios marítimos están contenidos en la Política Portuaria Marítima Nacional, lanzada en 2006.  Dicha política apunta a modernizar los puertos y adecuarlos para obtener una mayor protección del medio ambiente y de las zonas marítimas, e incrementar la eficiencia.  La Política tiene seis componentes:  modernizar la legislación portuaria y marítima;  crear la autoridad portuaria marítima;  modernizar y adecuarse a estándares internacionales en lo relacionado a la seguridad marítima;  modernizar y adecuar lo relativo a los planes de gestión ambiental en el sistema portuario, protección del medio ambiente y a las zonas marítimas;  generar mecanismos para fortalecer el poder de negociación de los usuarios de servicios portuarios y marítimos, como un medio para lograr que las tarifas de dichos servicios sean más competitivas;  y mejorar y avanzar en la eficiencia administrativa de la cadena logística.  En este marco se desarrolló el anteproyecto de Ley de la Autoridad Marítima Portuaria, que busca garantizar la seguridad jurídica de la participación privada en el subsector portuario.  

135. El Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda tiene la responsabilidad general de la formulación de las políticas relacionadas con los puertos marítimos de Guatemala.  La Comisión Portuaria Nacional (CPN), cuya Junta Directiva está integrada por representantes de varios ministerios, las principales empresas portuarias públicas y el sector privado, tiene sobre todo funciones de asesoría.  La CPN tiene la función de proponer acciones para modernizar y elevar la eficiencia del SPN.  Las autoridades indicaron que, a septiembre de 2008, había un proyecto de Ley ante el Congreso de la República que estaba examinando la creación de una autoridad portuaria reguladora, pero no administradora.  El proyecto de Ley también contempla la constitución de una flota mercante nacional y contiene especificaciones concretas con relación a los requisitos para construir un puerto.  Reconociendo que los fletes son actualmente relativamente elevados, las autoridades consideran que la creación de una autoridad portuaria reguladora permitiría reducir los costos del transporte marítimo al poder regular los mismos.  
136. Guatemala es miembro de la Organización Marítima Internacional desde 1983 y ha suscrito diversos convenios internacionales sobre transporte marítimo.
  Guatemala no ha concluido acuerdos de distribución de carga de participación con otros países, ni es parte del Código de Línea de la UNCTAD.  Guatemala es también miembro de la Comisión Centroamericana de Transporte Marítimo (COCATRAM), que funciona como organismo técnico asesor de los gobiernos miembros en la formulación y adopción de políticas, recomendaciones y decisiones en los diferentes campos del sector transporte.
137. El Gobierno ha dedicado recursos a la mejora de la certificación de la seguridad de los puertos marítimos de Guatemala para adecuarlos a las normas internacionales.  La atención se centra en mejorar la eficiencia de las operaciones en el Puerto Santo Tomás.  Un estudio del Banco Mundial recomienda una serie de medidas para incrementar la eficiencia de los puertos en Guatemala.  Se recomienda una menor interferencia política en los puertos bajo administración pública a través de una mayor participación de los usuarios (sector privado) en las juntas ejecutivas y la modernización del proceso de gestión de los puertos públicos, con énfasis en los recursos humanos, la productividad y la transparencia.  Asimismo se recomienda la implementación de reformas institucionales y normativas para facilitar la participación privada.

138. Adicionalmente, la CPN ha estado realizando esfuerzos para cumplir plenamente con lo dispuesto en relación a la seguridad en el Convenio SOLAS y en el Código de Protección de los Buques e Instalaciones Portuarias (PBIP; International Ship and Port Facility Security Code).  Para lo último, la CPN solicitó el apoyo de instituciones nacionales especializadas en aspectos de protección  En el proceso de implantación del Código PBIP, se determinó la cobertura siguiente:  a) certificación ante la Organización Marítima Internacional (OMI) de los tres puertos principales:  Santo Tomás de Castilla y Puerto Barrios ubicados en el Mar Caribe y Puerto Quetzal en el litoral Pacífico, y nombrar un Oficial de Protección en cada puerto;  b) certificación ante la OMI de siete terminales especializadas operadas por el sector privado en el ámbito de Puerto Quetzal (este proceso se concluyó en noviembre 2004);  c) autorización a 33 empresas para operar servicios portuarios previa declaración de cumplimiento;  a septiembre de 2008, sólo quedaban unas pocas empresas pendientes de autorización.
 
v) Servicios profesionales

a) Características generales

139. Los servicios profesionales en Guatemala están normados por la Ley de Colegiación Profesional (Decreto No 72-2001).  La Ley refrenda lo dispuesto por los Artículos 34, 90 y 105 de la Constitución y sostiene que la colegiación de los profesionales universitarios es obligatoria.  La Ley dispone que las universidades deban, en los meses de enero y junio de cada año, remitir obligatoriamente a cada Colegio Profesional, la nómina de los profesionales que se hayan graduado durante el período, con sus correspondientes datos generales de ley.  Los títulos otorgados por las universidades del país o la aceptación de la incorporación de profesionales graduados en el extranjero, habilitan académicamente para el ejercicio de una profesión, pero no los faculta para el ejercicio legal de la misma, lo que deberá ser autorizado por el Colegio Profesional correspondiente, mediante la colegiación.

140. La Asamblea de Presidentes de los Colegios Profesionales de Guatemala coordina las políticas de las diferentes profesiones y mantiene un registro de las mismas.  La Asamblea está organizada de acuerdo a la Ley de Colegiación Profesional Obligatoria.  La Asamblea de Presidentes es un cuerpo colegiado integrado por los presidentes de los Colegios Profesionales.  Los presidentes que forman la Asamblea de Presidentes de los Colegios Profesionales ejercen en su función dos años.
  

141. Los profesionales guatemaltecos o extranjeros que hayan obtenido su título o diploma en una universidad extranjera deben revalidar los mismos en Guatemala, siguiendo el procedimiento de reconocimiento de títulos establecido por la Universidad de San Carlos de Guatemala;  es la única universidad nacional que puede dar el reconocimiento.  Todos los documentos requeridos en el proceso de revalidación deben estar autenticados por las autoridades diplomáticas o consulares guatemaltecas acreditadas en el país de origen y por el Ministerio de Relaciones Exteriores.  Una vez hecha la reválida, puede registrarse en el colegio profesional correspondiente.

142. En el caso de que el título o diploma haya sido obtenido en una universidad extranjera con la que una universidad guatemalteca mantenga un convenio, no se requiere un examen de revalidación, y el proceso de revalidación es automático en los casos de las universidades nacionales de los otros países del MCCA.  Para el caso de las profesiones universitarias, el título obtenido deberá registrarse en el colegio profesional correspondiente para la habilitación de mérito y poder ejercer legalmente la profesión de que se trate.  En los demás casos, se requiere pasar un examen de reválida.

143. Guatemala es signatario del Protocolo al Tratado General de Integración Económica Centroamericana (Protocolo de Guatemala) de 29 de octubre de 1993, por el cual las partes acordaron armonizar sus legislaciones para hacer efectivo el libre ejercicio de las profesiones universitarias en cualquier país de la región.  Guatemala no inscribió ningún compromiso específico relativo a los servicios profesionales en su Lista ACGS.  Guatemala no ha notificado a la OMC los reglamentos sobre profesiones reguladas.

b) Servicios legales

Para ejercer la profesión de abogado se requiere un certificado de idoneidad otorgado por la Corte Suprema de Justicia y estar registrado en el Colegio de Abogados y Notarios.  Para obtener dicho certificado se debe cumplir con los siguientes requisitos:  ser ciudadano guatemalteco y poseer título profesional en derecho expedido por una universidad reconocida.  Para ejercer el Notariado se requiere ser guatemalteco natural, domiciliado en Guatemala y haber obtenido el título facultativo de la profesión.  Los abogados extranjeros, bajo las condiciones expresadas en convenios internacionales, pueden prestar servicio de asesoría exclusivamente en materia de derecho internacional, y en la legislación de la jurisdicción en la que el abogado extranjero es idóneo.  Este asesoramiento no incluye representación en los tribunales, cortes o autoridades judiciales.  El ejercicio de la abogacía por intermedio de sociedades anónimas está prohibido.  

c) Servicios de contabilidad

144. Para ejercer la profesión se requiere una licencia expedida por el Colegio de Contadores de Guatemala.  Para obtener una licencia tiene que ser graduado universitario y estar debidamente colegiado (Ley de Colegiación Profesional);  no se necesita ser ciudadano o residente guatemalteco.  El Colegio de Contadores Públicos y Auditores de Guatemala es una asociación con personalidad jurídica que agremia a los Contadores Públicos y Auditores de las diferentes universidades del país a partir de su fundación, el 1o de junio de 2005.

145. Sólo los contadores públicos debidamente licenciados en Guatemala pueden constituir sociedades para la prestación de los servicios de contabilidad.  Dichas sociedades están autorizadas a asociarse con firmas extranjeras.

d) Servicios de arquitectura e ingeniería

146. Para ejercer la profesión de arquitectura se requiere una licencia expedida por el Colegio de Arquitectos de Guatemala.  Para obtener una licencia tiene que ser graduado universitario y estar debidamente colegiado (Ley de Colegiación Profesional); no necesita ser ciudadano o residente guatemalteco.  La Ley de Colegiación Profesional y la Ley del Timbre de Arquitectura, Decreto No 67-76 regulan el ejercicio de la profesión de arquitecto.  Esta última establece un Timbre de Arquitectura, el que será cubierto por los miembros del Colegio de Arquitectos de Guatemala y las empresas cuyo fin sea la práctica de la arquitectura, urbanismo, planeamiento urbano y la construcción.  El tributo amonta al 1 por ciento de los montos de honorarios que percibe el arquitecto o del monto del sueldo mensual percibido por el profesional de la arquitectura en el caso de profesionales nacionales o el 2 por ciento sobre el monto de ingresos percibidos, en el caso de profesionales extranjeros que cuenten con permiso para desempañar cargos en instituciones nacionales.  

147. Existen tres colegios profesionales en el área de ingeniería:  el Colegio de Ingenieros de Guatemala, el Colegio de Ingenieros Químicos y el Colegio de Ingenieros Agrónomos.  Para ejercer la profesión se requiere una licencia expedida por el respectivo Colegio de Ingenieros.  Para obtener una licencia tiene que ser graduado universitario y estar debidamente colegiado (Ley de Colegiación Profesional);  no se necesita ser ciudadano o residente guatemalteco.  

148. El Colegio de Ingenieros de Guatemala es una asociación gremial no lucrativa, con personalidad jurídica y patrimonio propio, integrada por todos los profesionales de la ingeniería, en sus diferentes especialidades y ramas afines.  El Colegio de Ingenieros Químicos de Guatemala es la entidad gremial de afiliación obligatoria que permite el ejercicio de la profesión en el caso de ingenieros químicos, textiles, geólogos, petroleros y petroquímicos, bioquímicos, biotecnólogos, biogenétícos, biomédicos y otras profesiones afines.  Para colegiarse, los profesionales graduados en el extranjero deben obtener una autorización legal para ejercer la profesión en el país, de conformidad con tratados internacionales aceptados y ratificados por Guatemala.

149. Los programas de arquitectura e ingeniería benefician de una acreditación regional centroamericana a través de la Agencia Centroamericana de Acreditación de Programas de Arquitectura y de Ingeniería (ACAAI), organismo regional constituido por Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá.  La ACAAI concede la acreditación de los programas de arquitectura y afines y de ingeniería y sus distintas especialidades, de las instituciones de educación superior que funcionen en cada país o en la región.
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